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RESUMEN 

 
La investigación tuvo como objetivo determinar si mediante la aplicación de la 

prisión preventiva se lesiona la presunción de inocencia en los casos de corrupción de 

funcionarios en los juzgados de investigación preparatoria nacional-Lima, investigación de 

tipo aplicada, descriptiva simple, cuantitativa, no experimental, se empleó como herramienta 

un cuestionario aplicado en una muestra censal realizada a criterio del investigador a 50 

personas, 30 abogados y 20 operadores jurisdiccionales de investigación preparatoria y 

transitoria nacional en casos de corrupción de funcionarios, para evaluar si aplicar una 

medida coercitiva privativa de la libertad lesiona un derecho fundamental, cuyos resultados 

más importantes demuestran el uso desproporcionado de una medida coercitiva que para 

valorar un arraigo domiciliario exige información o evidencia difícil de corroborar 90% 

responde estar totalmente de acuerdo, un 4% señala estar de acuerdo y un 6% con una 

posición contraria, de igual manera, se incumple el requisito de suficiente actividad 

probatoria, 42% responde estar totalmente de acuerdo, un 46% refiere estar de acuerdo, un 

12% no está de acuerdo, asimismo, el aplicar una prisión preventiva es demostrar la 

rigurosidad del sistema penal, un 80% responde estar totalmente de acuerdo, otro 20% 

responde estar de acuerdo, a la pregunta qué impide al órgano jurisdiccional aplicar medidas 

cautelares alternativas, se obtuvo que influye la presión mediática un 82% respondieron estar 

totalmente de acuerdo, otro 18% responde estar de acuerdo, quedando evidenciado que 

estamos ante un accionar no acorde con el sistema de corte garantista, vulnerando el derecho 

de presunción de inocencia.  

 

Palabras Claves: Prisión preventiva; presunción de inocencia, arraigo 

domiciliario, suficiente actividad probatoria, presión mediática. 
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ABSTRACT 
 

The objective of the investigation was to determine whether, through the application 

of preventive detention, the presumption of innocence is damaged in cases of corruption of 

officials in the national preparatory investigation courts-Lima, an applied investigation, 

simple descriptive, quantitative, not experimental, A questionnaire was used as a tool 

applied in a census sample carried out at the discretion of the researcher to 50 people, 30 

lawyers and 20 jurisdictional operators of national preparatory and transitory investigation 

in cases of corruption of officials, to evaluate whether to apply a coercive measure depriving 

liberty violates a fundamental right, the most important results of which show the 

disproportionate use of a coercive measure that requires information or evidence that is 

difficult to corroborate in order to assess a home settlement, 90% respond fully agree, 4% 

agree and 6% agree a contrary position, in the same way , the requirement of sufficient 

evidentiary activity is not fulfilled, 42% respond fully agree, 46% agree, 12% disagree, 

likewise, applying a preventive detention is to demonstrate the rigor of the penal system, a 

80% responded fully agree, another 20% agree, to the question what prevents the court from 

applying alternative precautionary measures, it was found that media pressure influences 

82% responded fully agree, another 18% responded that they were agree, being evidenced 

that we are facing an action not in accordance with the guarantee court system, violating 

the right of presumption of innocence.  

 

Keywords Preventive prison; presumption of innocence, home roots, sufficient 

probative activity, media pre
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I. INTRODUCCIÓN 

 

El estudio está basado en exteriorizar una realidad jurídica actual, donde el órgano 

jurisdiccional encargado de administrar justicia viene imponiendo a petición del Ministerio 

Público privaciones a la libertad personal que vendrían afectando la presunción de inocencia, 

derecho considerado fundamental de toda persona, al respecto, se puede apreciar como una 

medida cautelar diseñada para ser aplicada de una manera excepcional se viene convirtiendo 

en una presunta condena anticipada en casos de corrupción de funcionarios. 

Es de público conocimiento que nuestro país viene registrando altos índices de 

inseguridad ciudadana,  la que viene acompañada de una crisis institucional de los organismos 

estatales por los bajos niveles de confianza hacia nuestros funcionarios públicos, desconfianza 

generada por una marcada percepción de corrupción personalizada  e incluso considerada 

institucionalizada por algunos estudios de investigación realizados a dicho fenómeno, Quiroz 

(2014) señala una corrupción generalizada e intrínseca al sistema institucional en la década de 

1990, que generaron un desfalco de las arcas del erario nacional por el no ingreso de dinero 

producto de inversiones extranjeras, se produjo un daño a instituciones educativas, militares, 

policiales y a los poderes legislativo y judicial. Muchas investigaciones nos hacen pensar que 

este fenómeno sigue activo en nuestro país. 

Actualmente se encuentran en calidad de investigados varias personas que por elección 

popular obtuvieron cargos de mucha responsabilidad,  entre ellos varios presidentes de la 

república y altos funcionarios públicos, la mayoría de ellos internados en establecimientos 

penitenciarios cumpliendo prisión preventiva, y otros en libertad con medidas cautelares que 

les permiten seguir sus juicios en libertad restringida, además, estos pedidos de privación de 

libertad por parte de las fiscalías especializadas alcanza a empresarios del ámbito nacional e 

internacional.  
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La investigación buscó establecer si los pedidos de una medida coercitiva vienen siendo 

debidamente sustentados en cumplimiento a los presupuestos establecidos por el código 

procesal penal vigente, de igual manera, establecer si existen las suficientes garantías para que 

los imputados puedan evitar una privación de libertad, sobre todo en la sustentación de los 

arraigos permitidos por ley que le posibilite sostener que le es imposible realizar una fuga o 

tratar de obstaculizar una investigación. Nos preguntamos además si la fiscalía cumple con 

presentar la suficiente actividad probatoria que permita establecer una verdadera culpabilidad 

del imputado y no permita privar de su libertad a un inocente. Algo que no puede pasar 

desapercibido cuando se trata de aplicar este tipo de medida es un factor externo denominado 

presión mediática, se busca establecer si la mediatización de algunos casos emblemáticos, 

influyeron en algunas resoluciones de prisión preventiva de funcionarios públicos.  La 

problemática materia de estudio no es propia de nuestra realidad, sino también lo es en los 

diferentes ámbitos llámese internacional, nacional y local. 

1.1 Realidad Problemática. 

 A nivel nacional 

Según Morillas, (2016) en España se cuestiona la prisión preventiva por su aplicación 

en la etapa inicial del proceso penal, medida que viene causando la privación de libertad del 

individuo, afectando un derecho fundamental de que se presuma su inocencia, el investigador 

señala, que su ejecución se debe a intereses colectivos de la sociedad, que busca respuestas a 

la lucha contra la criminalidad organizada, sin embargo, una de las expectativas de su estudio 

es el análisis de la excepcionalidad de esta medida cautelar, algo similar es lo que ocurre en 

nuestro país, en la lucha contra la criminalidad se viene imponiendo medidas preventivas 

privativas de la libertad, de forma parecida con España en donde se aplica esta medida al inicio 

de los procesos en la etapa de investigación preparatoria y ante el magistrado de dicha 

investigación, que hace presumir que no se cumple su característica de excepcionalidad que 
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debería de tener, haciéndose más común la aplicación de una medida restrictiva a la libertad 

individual, dejando la sensación que lo excepcional ahora son las medidas coercitivas 

consideradas alternativas al proceso penal peruano.   

Asi tenemos que el Ecuador, para implementar una medida restrictiva de la libertad 

personal, realizó transformaciones en su legislación como una nueva Constitución en el 2008, 

y la unificación entre el Código sustantivo penal con el adjetivo para dar paso a una sola norma 

penal, al respecto Stefan (2018) señala que cuando se aplica esta medida cautelar en forma 

arbitraria trasgrede normativas nacionales e internacionales que afectarían principios de 

presunción de inocencia de las personas, resultando adverso a su propósito legal. Una medida 

coercitiva empleada para la búsqueda de una verdad puede convertirse en lesiva a la libertad 

personal de los imputados.  

Otro país en el continente americano donde es criticada esta medida es Argentina, en 

un artículo jurídico kostenwein (2017), señala que esta medida se impone cuando se tiene una 

comprobación fehaciente de la comisión de un ilícito a pesar de contravenir una posible 

inocencia, de esta manera se intenta salvaguardar la culminación del proceso, se entiende que 

privándose de libertad al imputado se evita que éste fuge o con alguna argucia busque 

obstaculizar la investigación y pueda poner en riesgo la obtención de la verdad.   

A lo señalado por el autor, se puede deducir, que la justica argentina estaría aplicando 

de forma preventiva una medida privativa a la libertad individual con la finalidad que los 

imputados permanezcan internados en carceles, y puedan llevar un proceso penal sin riesgos 

de fuga ni de obstrucción a la justicia, es conocido que las diferentes normativas internas en 

cada país establecen presupuestos materiales y procesales que buscan que mediante su 

aplicación se protega derechos fundamentales de los individuos, como sujetos de derecho, 

generando mecanismos legales como es el tener el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y 

a un debido proceso. 
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 A nivel nacional 

En el ámbito nacional, Álvarez,( 2015), refiere que la aplicación de una medida 

privativa de la libertad personal debe hacerse de una manera más acertada sin caer en su uso y 

abuso, buscando en todo momento proteger derechos fundamentales de las personas, 

evitándose de esta manera la percepción de una ineficacia en el sistema.  

Si consideramos que la prisión preventiva es un mecanismo jurídico cuya aplicación 

debe hacerse de manera excepcional, sin embargo, los estudios realizados nos indican que 

nuestros operadores de justicia vendrían incumpliendo su uso, siendo este un tanto exagerados 

en su aplicación. La actual norma procesal penal, produjo un considerable cambio en el sistema 

judicial peruano, dejando de lado un sistema inquisitivo, para dar paso a un sistema de carácter 

garantista, acusatorio, contradictorio y público, que está basado en la oralidad del proceso 

penal. 

Dicho con palabras de Churata, (2018, p.10 ) La medida privativa de libertad al estar 

siendo impuesta con un razonamiento de aplicación frecuente, se estaría desnaturalizando 

como mecanismo jurídico lícito.   

La prisión preventiva fue establecida para ser una medida de uso excepcional, de última 

ratio, es decir, cuando otras medidas coercitivas no ejerzan efecto alguno, pero la realidad nos 

muestra que se viene convirtiendo en una medida de uso común. Nuestra Constitución está 

redactada de tal forma que en todo su contexto se respete los derechos fundamentales de las 

personas, derechos que son tutelados por normas supranacionales y que deben ser de estricto 

cumplimiento por todas nuestras autoridades y el común de los peruanos, es por eso que la 

actual reforma procesal no puede ir en contra de la Constitución, considero que para lograr 

brindar una verdadera justicia se debe capacitar en forma permanente a nuestros operadores de 

justicia, para que a la aplicación de una pena privativa de libertad esta se realice sin perjudicar 

a la persona humana y sus derechos. 
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Curi, (2018) en su trabajo académico, sostiene que existe un sobrepoblamiento en los 

penales de máxima seguridad y considera se debe al uso inadecuado de la norma privativa de 

libertad de forma provisional, o quizá por aplicarse sin cumplir los requisitos exigidos en la 

normatividad actual, hacinamiento que también es generado por una serie de deficiencias en el 

sistema penitenciario.  

El ciudadano peruano viene siendo testigo de cómo nuestras autoridades encargadas de 

prevenir, perseguir e investigar el delito vienen teniendo una permanente lucha contra el flagelo 

de la corrupción que se da en los diferentes estamentos del poder, en donde se viene poniendo 

en evidencia la mala conducta de personas que cumplen funciones gubernamentales de alto 

nivel para el Estado peruano, generándose un incremento de investigaciones que culminan en 

pedidos de privaciones de libertad por parte del órgano titular de la investigación y que son 

aceptados por jueces de la investigación preliminar. La aplicación de la prisión preventiva se 

ha convertido en un clamor de nuestra población que quieren ver que se castigue aquellas 

personas que abusando del poder desvían recursos para su beneficio personal y no de nuestros 

pueblos. 

 A nivel local 

La problemática vista a nivel local, Ortiz, (2018) recomienda que los operadores de 

justicia deben ser capacitados en la aplicación de una medida coercitiva considerada la más 

gravosa dispuesta por el sistema jurisdiccional, estas medidas coercitivas deben estar 

debidamente sustentadas y fundamentadas con elementos de convicción suficientes y su 

aplicación debe ser de última ratio tendentes a lograr los objetivos para lo cual a sido diseñada, 

que es lograr un efectivo proceso penal con la presencia del imputado. 

Considero igual que el investigador que se debe de capacitar a los operadores de justicia 

encargados de administrar justicia para que cuando se solicite y se acepte una medida coercitiva 

privativa de la libertad personal se haga fundamentando de manera equitativa los presupuestos 



 
 

15 
 

materiales y procesales que existen en la norma procesal, para no tener que lesionar un derecho 

fundamental como es la libertad de cualquier imputado a quien se le debe de respetar su derecho 

a la presunción de inocencia. 

Alfaro, (2019) argumenta que la aplicación de la prisión preventiva se realiza en forma 

irracional por parte del organismo jurisdiccional, considerando que se vendría produciendo una 

influencia mediática en las decisiones judiciales que lesionarian el derecho que tiene todo 

individuo de presumirse inocente hasta que alguna sentencia diga lo contrario.  

Es por todos conocidos que actualmente muchos de los casos de corrupción de 

funcionarios son considerados como casos emblemáticos por el tipo de personalidad que se 

está juzgando, se percibe que muchos medios de comunicación tanto escritos como televisivos 

de corte investigativo vienen ejerciendo una mediatización en el problema, muchas veces se 

busca que se aplique está medida cautelar señalando que estaría en riesgo el indicado proceso 

por el poder político o económico del que gozan ciertos imputados.  

1.2 Antecedentes de estudio. 

 Antecedentes internacionales.  

Esta problemática es abordada por diferentes estudiosos en la materia, en España, 

Alonso (2019), en su libro señala, que es una característica común de los operadores de justicia 

español el aplicar prisiones a la libertad de manera preventiva, asimismo, hace conocer que en 

otros países de Europa se busca aplicar medidas alternativas e innovativas al cumplimiento de 

una disposición coercitiva privativa provisional de la libertad, con esto se evita además el sobre 

poblamiento carcelario y posibles vulneraciones a los derechos fundamentales.  

A nuestro criterio se deduce que mientras países como España aplica medidas 

coercitivas de privación de la libertad personal, países europeos vecinos vienen aplicando otro 

tipo de sanciones penales menos gravosas que permiten que los imputados lleven su proceso 

en libertad, con las garantías jurídicas que deben siempre amparar a la sociedad en su conjunto.  
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Situación similar ocurre en México, De la fuente, (2019) en su estudio concluye, la 

privación de la libertad se realiza sin garantizar la dignidad de las personas en un sistema 

acusatorio que es discriminativo y no ponderativo tanto de la víctima como del o los acusados.  

El autor hace un diagnóstico de como los operadores encargados de brindar justicia en 

México no garantizan derechos fundamentales de las personas, las que vienen sufriendo 

privaciones de libertad sin existir sentencia alguna, produciéndose una vulneración a derechos 

fundamentales intrínsecos de la persona humana. 

De igual forma, Diaz, (2020) expresa que la justicia mexicana está llamada a interpretar 

la Constitución y normas supranacionales con la finalidad de salvaguardar derechos 

fundamentales de presunción de inocencia y de libertad.  

Es de señalar que tanto México, como la mayoría de países latinoamericanos forman 

parte de instituciones internacionales encargados de velar por la protección y respeto de los 

derechos humanos, nuestro país ha implementado una serie de medidas tendentes a que de 

darse el caso de la aplicación de medidas coercitivas muy graves lo haga interpretando la 

normatividad supranacional y normatividad nacional existente.   

En Colombia, en una investigación realizada por Duque, et al., (2018) establecen 

conclusiones basados en resultados estadísticos que Colombia es el país de la región que más 

aplica la detención preventiva, señalando que son un 30 por ciento de imputados que se 

encuentran cumpliendo prisión preventiva sin haber sido sentenciados y con una alta 

presunción de inocencia.  

Desde nuestra lectura considero que no solo Colombia viene sufriendo con la aplicación 

de la prisión preventiva, las autoridades jurisprudenciales de nuestro país hacen uso desmedido 

de aquella medida, sin considerar muchas veces el derecho a la presunción de inocencia que 

debe tener todo imputado de un hecho ilícito. 
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 Antecedentes nacionales.    

Concha & Flores, (2017) hacen un análisis de como influyen los presupuestos de 

calificación en la aplicación de una privación de libertad, toman en consideración 

jurisprudencia nacional, considerandola además como una medida variable, sujeta a la debida 

motivación y a una necesidad de su aplicación para una adecuada administración de justicia. 

La aparición de nuevos elementos en la investigación podrian dejarla sin efecto por lo que 

sugieren sustituirla por medidas menos gravosas, debiendo tenerse en consideración los plazos 

existentes los mismos que una vez cumplidos debe ordenarse la escarcelación del imputado y 

llevar el juicio en libertad. 

Estos investigadores dejan en claro que no siempre resulta apropiado hacer uso de una 

medida provisional privativa de la libertad, sino se debe recurrir a la aplicación de otro tipo de 

sanción menos gravosos a derechos fundamentales, debiendo tener en consideración para su 

aplicación los presupuestos procesales de la actual norma. 

Cabana, (2015) describe que existe una sobrepoblación carcelaria por la excesiva 

aplicación de la prisión preventiva, muchos de los inculpados vienen ingresando a penales en 

espera de un juicio, lesionándose derechos intrínsecos de presunción de inocencia de las 

personas. Aquí el autor considera que como consecuencia de una excesiva aplicación de una 

medida coercitiva se viene produciendo una sobrepoblación en los centros penitenciarios, esto 

conlleva que se produzcan los hacinamientos, por ende, un desmedro en la salud del interno.  

Seminario, (2015) en su tesis concluye, parecerle positivo que los encargados de 

administrar justicia tengan que aplicar la prisión preventiva como último recurso, considerando 

a dicha medida cautelar como de excepción y no de uso permanente. Para que se cumpla esto, 

los magistrados de la sede judicial de Trujillo, han tenido que garantizar derechos 

fundamentales de los implicados, aplicando con rigurosidad todas los presupuestos que 

permitan llegar a una sentencia de prisión preventiva y que estas concluyan en sentencias que 
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no lesionen derechos fundamentales, existiendo un pequeño margen de sentencias absolutorias 

que hacen que la aplicación de la medida cautelar todavía requiera de elementos auxiliares para 

evitar este pequeño margen de errores.  

El presente estudio ha sido realizado en la jurisdicción de Trujillo y sus conclusiones 

del investigador son interesantes y nos llenan de esperanza para considerar que si se puede 

obtener justicia sin tener que privar de su libertad a un imputado, que siempre puede 

considerarse medidas menos gravosas que permitan un debido proceso sujeto a Ley. 

 Antecedentes locales 

Velarde, (2019) basado en resultados estadísticos sostiene que a más procesos por 

prisión preventiva que no consideren una buena valoración de suficiecia probatorias o la buena 

valoración al peligro de fuga,  existen más posibilidades de afectar la libertad individual de los 

individuos. 

A nuestro entender, la aplicación de la norma procesal penal por parte del órgano 

jurisdiccional se debe hacer teniendo en cuenta que después de la vida, se encuentra un bien 

intrínseco de la persona humana que es su libertad, por eso que dicha medida debe ser empleada 

en último de los supuestos para imponer una justicia que todos anhelamos alcanzar.  

Alfaro, (2019), da a conocer que existe abundante jurisprudencia que precisa que no 

existe derecho absoluto, por lo que una medida coercitiva de la libertad ambulatoria solo se 

justificaría si se considera necesaria,  está debe obrar  por los principios de razonabilidad y 

proporcionalidad, ese último principio se le considera como aquel que busca limitar un derecho 

fundamental como el de la presunción de inocencia. 

En efecto existe jurisprudencia emitida por los entes máximos de justica del país, la 

Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Constitucional como el supremo interprete de la 

Constitución, en donde nuestros tribunos a través de sus sentencias han establecido precedentes 

vinculantes para la aplicación de la normatividad vigente, han dejado muy en claro que ningún 
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derecho fundamental es ilímitado, considerando que la libertad personal como cualquier otro 

derecho no es absoluto, estos pueden ser regulados y restringidos a través de nueva ley, 

consideran además, que la prisión preventiva no es inconstitucional, justificándose esta si existe 

razón y proporción para su ejecución1.  

1.3 Teorías relacionadas al tema 

 Análisis de la doctrina 

Cienfuegos, (2005), en su libro cita a Lastra quien considera que la doctrina la 

constituyen todos aquellos trabajos investigativos, sistematizados e interpretativos que 

realizan los juristas en sus obras relacionadas al derecho, pueden ser con el propósito de 

aportar teorías, procesar o interpretar las normas, así como aportar reglas para su 

implementación, en el Perú existen varios hombres de derecho con un cierto renombre que 

son profesores en universidades de prestigio, así como tribunos y magistrados que realizan 

análisis de las normas y que vienen generando doctrina del derecho. 

Neyra, (2011), en su estudio hace conocer que la medida coercitiva privativa de la 

libertad constituye una de las 81 audiencias que fueron implementadas en la nueva norma 

procesal penal, que si bien constituye un avance de su implementación al juicio oral, está 

debe contener una información de calidad para ser tomada en consideración para un pedido 

privativo de libertad, a su entender existen tres problemas a tener en cuenta, en primer lugar 

considera al rol que ejercen las partes procesales, así tenemos que el fiscal encargado de 

sustentar un pedido privativo de la libertad, no argumenta ni fundamenta los tres requisitos 

establecidos en la norma, de igual manera la defensa no ejercita una debida contradicción 

de los hechos atribuidos, como segundo problema el rol de decisión del juez en la aplicación 

                                                
1  Jurisprudencia del tribunal constitucional, casos de derecho a la libertad personal. Res.N° 09426-2005-HC/TC,  

Res.N° 09068-2005-PHC/TC; Res. 02718-2006-PHC/TC; Res. N° 02510-2005-HC/TC. 

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/derechos-fundamentales/?action=categoria_detalle&id_post=142812 

 

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/derechos-fundamentales/?action=categoria_detalle&id_post=142812
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de la medida coercitiva, éste muchas veces no considera lo expuesto por las partes sino que 

hace uso del expediente fiscal, en algunos casos llega a suspender la audiencia por algunas 

horas para emitir una resolución, está acción proyecta una sensación de incertidumbre de 

que si dicho magistrado redactó o delegó su sentencia, esto se aprecia hasta en casos 

simples, como tercer problema percibe que los jueces vienen imponiendo prisiones 

preventivas sin una debida fundamentación.   

Todo lo expresado por el Dr. Neyra, no deja de tener razón, en la actualidad a estos tres 

problemas expuestos le tendríamos que agregar el actuar de nuestros jueces ante un hecho 

considerado mediático, en donde algunos medios de comunicación de corte investigativo 

vienen exponiendo situaciones o hechos de conductas dolosas por parte de funcionarios de alto 

nivel dentro de administración pública y privada, quienes agravian al Estado y  la sociedad 

peruana, investigaciones que tienen propuestas concluyentes de condena privativa provisional 

para funcionarios por supuestos hechos de corrupción, siendo testigos presenciales que todos 

estos casos vienen terminando en prisiones privativas de la libertad. 

Piva, (2020) Considera que la presunción de inocencia es una garantía fundamental de 

la que goza toda persona debiendo ser considerada como tal mientras no exista sentencia sobre 

una responsabilidad penal, basando esta conceptualización en la normatividad vigente del 

Estado ecuatoriano, además su jurisprudencia sostiene que no le corresponde al procesado 

probar su inocencia, pues se lo considera inocente hasta que se declare lo contrario en sentencia 

ejecutoriada. 

Al respecto, todos los gobiernos que forman parte de instituciones supranacionales 

protectoras de Derechos Humanos, están en la obligación de adecuar sus normas internas a un 

pacto de protección de la persona humana, es por eso que el Estado peruano ha considerado en 

el Art 2.numeral 24.literal “e” de la carta magna a la presunción de inocencia, derecho que debe 

ser invocado por cualquier persona mientras no se prueba culpa o responsabilidad alguna en la 
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comisión de hechos ilícitos, de igual manera, este derecho ha sido considerado en los diferentes 

códigos de menor jerarquía para su cumplimiento.   

 Análisis de la ley 

La actual norma procesal penal está basada en nuevos lineamientos que buscan un 

mejor entendimiento en su aplicación, es decir, desde que ante una solicitud por parte del 

representante de la legalidad ante el Juez de la causa, dicha petición deberá cumplir con los 

presupuestos procesales debidamente motivados y fundamentados conforme norma y la 

doctrina  existente, su ejecución debe tener como objetivo buscar una verdad premunida de 

todas las garantías constitucionales.   

 El nuevo sistema procesal penal  

Actores del Proceso 

En la norma procesal se ha establecido un campo funcional a cada sujeto procesal, el 

legislador visualizó que el cumplimiento eficaz de sus funciones de cada uno de ellos traerá 

como consecuencia que la sociedad aspire a una mejor calidad en la justicia, considerando lo 

siguiente:  

El Ministerio Público, la norma procesal penal en su artículo 60 define funciones a la 

fiscalía para que conduzca desde sus inicios la investigación, ejerciéndola con la autoridad que 

corresponde, teniendo como órgano de apoyo la fuerza policial la que está obligada a cumplir 

los mandatos sujetos a ley.  Según Hurtado, (2010) la actual normatividad procesal penal se 

considera garantista porque cuenta con un sujeto procesal como titular de la investigación, el 

fiscal quien es el encargado de conducir una estrategia investigatoria para pretender una 

demanda ante un órgano jurisdiccional, su actuación se basa en la objetividad de los hechos 

que permitan una veracidad de la imputación o de lo contrario de eximir o atenuar 

responsabilidades.  

La policía es la institución encargada de realizar las diligencias preliminares que 
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disponga el Ministerio Público, o de realizar aquellas que de oficio tenga que efectuar previo 

conocimiento de un hecho delictivo mediante denuncia o por intervención en flagrancia, estas 

deberán ser de conocimiento de la fiscalía de turno.  

El imputado, considerado muchas veces como el actor más vulnerable ante el IUS 

PUNIENDI que tiene el Estado peruano para aplicar sanción de cualquier índole aquellas 

personas que se encuentren inmersos en hechos delictivos, gozando de garantías 

constitucionales de inocencia que ampara a todo ciudadano. 

El abogado defensor, es aquella persona que ostenta un título profesional otorgado por 

el Estado y que lo faculta a ejercer la defensa jurídica de una persona, está en la obligación de 

cumplir y hacer cumplir con apego a Ley todos lo que se le permita para buscar encontrar la 

verdad de los hechos y apoyar en el cumplimiento de la justicia. 

El juez, es aquella autoridad encargada de conocer en sus diferentes etapas el proceso 

penal, respetando y haciendo respetar las garantías del que gozan los demás autores procesales, 

a nuestro entender con la actual norma procesal el legislador busco encontrar un equilibrio 

entre las partes, donde el imputado goce de una serie de derechos en los diferentes estamentos 

del proceso, a la igualdad de armas en una audiencia pública la misma que fomenta una mayor 

trasparencia de los casos, de igual manera a la disputa en contradicción de los indicios 

presentados por el titular de la investigación a fin de que se analicen los hechos por sustentar, 

evitar llevar a juicio a una persona sin existir pruebas en concreto.   

 Etapas del modelo procesal penal peruano  

El Ministerio Público, (2020), destaca que el actual modelo procesal penal peruano se 

divide en tres etapas, cada una con sus procedimientos que deberán ser cumplidos por las 

partes:  

La etapa primera conocida como investigación preparatoria, la misma que se subdivide 

en dos partes, la primera conocida como diligencias preliminares vienen a ser todas aquellas 
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pesquisas, investigaciones y acopio de evidencias obtenidas de manera urgente de oficio por 

parte de la policía y/o como consecuencia de alguna delegatura por parte de la fiscalía. En esta 

parte se produce una evaluación y calificación de la denuncia, si reúne todos los requisitos del 

delito que amerite formalizarla, avanza disponiendo el inicio de la investigación preparatoria 

formalizada, es aquí donde se disponen la realización de nuevas diligencias no se puede repetir 

las realizadas en diligencias preliminares en todo caso estas podrían ser ampliadas 

incorporando elementos nuevos de convicción, para obtener un mejor universo de la 

investigación, procede a solicitar información de cualquier persona natural o jurídica o 

funcionario público, incluso para algunas diligencias podrá emplear el uso de la fuerza pública, 

de igual manera podrá solicitar al Juez la aplicación de medidas coercitivas privativas de 

libertad provisional. 

La etapa intermedia, es aquella en donde el fiscal a la culminación de la primera etapa, 

puede requerir al Juez de la causa, el sobreseimiento por existir un acuerdo entre las partes y/o 

por haber reparado el daño causado, en caso contrario puede proceder con la acusación 

correspondiente. El fiscal puede pedir un sobreseimiento cuando el delito no es posible de 

incorporarle al imputado o el caso no es típico, antijuridico ni culpable, no existen suficientes 

elementos de convicción, entre otros, el archivamiento de la causa se logra luego de la 

convocatoria por parte del Juez de una audiencia preliminar tiene carácter definitivo y de cosa 

juzgada y en caso la fiscalía se decida en formular acusación lo hará en una audiencia 

preliminar, debatiendo u sustentando cada uno de los hechos a fin de lograr su admisibilidad, 

en esta audiencia obligatoriamente participan el titular de la investigación y el defensor del 

acusado. Si el Juez detectara un defecto en la acusación, está en la obligación de ordenar la 

subsanación de la misma en el tiempo ordenado por ley.  

El Juicio Oral, considerado como la etapa principal o meollo de la norma procesal penal, 

es el momento esperado por el acusador y defensor del imputado, etapa en la que a través de la 
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oralidad se expondrán los hechos ocurridos y que dieron motivo a una investigación, está  

constituida por sesiones continuas e ininterrumpidas en donde el fiscal argumenta oralmente 

su teoría del caso, el abogado defensor debe estar preparado para contradecir de acuerdo a su 

conveniencia y dentro de lo permitido por Ley, se tratará de llegar a buscar una verdad, hay 

que tener presente que el juicio cuenta con una publicidad, inmediación y contradicción. Toda 

la audiencia es grabada en audio y vídeo. 

 Principios del proceso penal en el NCPP 

Según Cubas, (1999) señala que la solidez de la norma procesal esta basada en sus 

principios los mismos que se encuentran son detallados en su título preliminar, su 

cumplimiento es demandado para una verdadera tutela jurisdiccional que demanda la 

ciudadanía. 

El Principio acusatorio, expresado en el numeral 1 del Art. 356 del Código Procesal 

Penal (CPP), principio mediante el cual se faculta al titular de la acción penal para acusar ante 

el órgano jurisdiccional correspondiente un hecho de relevancia penal, se debe realizar cuando 

se tienen los hechos y las evidencias suficientes para sustentar su teoría del caso, de igual 

manera se deberá tener identificado de forma plena al responsable de un ilícito penal;  

El principio de igualdad de armas, se denomina así, porque las partes procesales cuentan 

con una igualdad de medios de ataque como de defensa de sus casos, se encuentra señalado en 

el Art. I.3 del TP CPP, el juez de la causa deberá respetar este principio, igualdad de 

herramientas tanto para el que acusa como para el que defiende;  

El principio de contradicción; según Celis, (2020) vendría a ser una parte escencial del 

proceso penal, ante la presentación de los hechos que fundamentan una imputación en cada una 

de las fases del proceso, se activa el principio de contradicción, la que debe estar diseñada a 

presentar prueba en contra para buscar o probar una inocencia o generar convicción al Juez. 

El principio de inviolabilidad del derecho de defensa; Montero & Salazar, (S/F), 
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argumentan que toda persona por el solo hecho de su ser cuenta con derechos, uno de estos el 

derecho de defensa que debe de tener en cuanto se encuentre inmerso en una investigación de 

índole penal.  

El principio de publicidad del juicio; son todas aquellas actuaciones del actual proceso 

que son de conocimiento público a través de la apertura de los juzgados o en algunos casos 

considerados emblemáticos que son trasmitidos por los medios de comunicación televisivo o 

radial, con los detalles de por qué se realiza dicho proceso, cuáles son los hechos y evidencias 

que contribuyen a la búsqueda de la verdad de los hechos, este principio esta 

constitucionalizado inciso 4 del Art. 139 Constitución Política del Perú, además Artículo 1.2 

del Título Preliminar y el Art. 357 del Código Procesal Penal   

El principio de oralidad; es aquel que permite al fiscal hacer una exposición oral de la 

teoría del caso, debidamente sustentado y argumentado, de igual manera la defensa está en la 

obligación de expresar argumentos en contra, todo esto dentro del marco de un respeto 

reciproco. 

El principio de inmediación; es aquel principio que se relaciona con la oralidad toda 

vez que es el juzgamiento de forma célere, se da en presencia de todos los involucrados, 

juzgador, acusador, acusado y defensor, no se puede juzgar en ausencia del imputado.  

El principio de identidad personal, tiene como característica que durante el juzgamiento 

el no poder remplazar al juzgador como al acusado, ambos deben permanecer desde el inicio 

hasta el final de la audiencia, el juzgador porque al haber tomado conocimiento de todas las 

diligencias realizadas ya tiene la concepción o panorama del hecho y su materialización, esto 

le permitirá previa evaluación emitir una pena adecuada y conforme a Ley.  

El principio de unidad y concentración, se le considera así porque el proceso es uno 

solo si bien hay varias etapas este cumple una serie de requisitos para considerarse único, se 

busca obtener juicios más justos. 
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1.4 Presunción de inocencia 

 Antecedentes. 

Vargas, (2017) señala que el presente principio data de tiempos muy antiguos, el jurista 

romano Ulpiano, en sus tiempos proclamaba que no se puede condenar por sospechas, más vale 

dejar impune a un culpable que condenar a un inocente, otros hombres de leyes emitieron 

tratados en los que dejaron sentado que nadie puede ser declarado culpable sino existe sentencia 

que lo admita. Para la época aquellas ideas o pensamientos quizá resultaban complicadas en su 

aplicación fue en 1789, producto de la Revolución Francesa, estas ideas fueron insertadas en 

un documento que protege derechos inalienables al hombre y de este como ciudadano, siendo 

el Art. 9 donde se reconoce la presunción de inocencia como un principio legal, considerándole 

como un derecho fundamental para su incorporación en otras normas supranacionales.  

Nuestro país respetuoso de sus compromisos con las normas internacionales le ha dado 

al derecho a presumir de la inocencia un nivel de derecho constitucional Art. 2.24.e, al 

considerar que mientras no se declare en la vía judicial la culpabilidad de una persona esta se 

le debe considerar inocente, este principio es considerado en normas y códigos de menor 

jerarquía de nuestro país.  

 Definición. 

Vargas (2017) la define como una presunción iuris tantum, aquel mecanismo que no 

admite prueba en contra, es decir, el hecho por el cual se condena a una persona debe estar 

totalmente probado.   

Ante tal definición, considero que la presunción de inocencia es el derecho por el cual 

todos los individuos gozamos de una plena libertad personal, asimismo, toda aquella persona a 

quien se le imputa la comisión de un hecho ilícito, debe ser considerado como inocente hasta 

que no se demuestre lo contrario y tener sentencia condenatoria por el juez correspondiente.   
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 Marco Legal. 

Normas Internacionales acreditan la presunción de inocencia reconociéndole como un 

derecho fundamental, el mismo que por ser de utilización para proteger la libertad personal a 

los individuos por su razón de seres humanos, ha sido por instituciones internacionales que 

defienden los derechos humanos, instituyéndose tratados en donde se establece que toda 

persona es inocente mientras no de pruebe su culpabilidad a través de un juicio y con todas las 

garantías de Ley. 

Así tenemos la Declaración Universal de los DD.HH en su Art. 11.1, considera que toda 

persona imputada de un delito no pierde el derecho a que se le considere inocente, hasta que 

no se pruebe lo contrario. 

De igual manera guardan relación el Art. 14.2 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos y el Art. 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 

de San José).  

Asimismo, el Perú por ser un país parte de estas instituciones internacionales defensoras 

de los derechos humanos, ha constitucionalizado este derecho, podemos apreciar su declaración 

en nuestra carta magna vigente Art. 2.24.e, esto ha permitido por ende la emisión de normas 

de menor jerarquía que acogen salvaguardar un derecho fundamental, como ejemplo el Art. II 

del Título Preliminar del Código Procesal Penal. 

 La presunción de inocencia como presunción legal 

Trujillo, (2018), hace una apreciación de Aguilar, el mismo que señala que para 

considerar una presunción legal de este derecho, debemos empezarla estableciendo una técnica 

jurídica, con la que se permita extraer el hecho no conocido de un presunto hecho ilícito.  

En mi concepto, si el órgano encargado y titular de la acción penal no llega a establecer 

de una forma clara y contundente la comisión de un hecho ilícito por parte del imputado, la 

defensa esta llamada a considerar de forma legal la presunción de inocencia de su patrocinado, 
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solicitando ante el juez de la causa su inmediata liberación.  

 La presunción de inocencia en el ámbito constitucional. 

Landa, (2016) señala que para la constitución no existe un derecho absoluto y que con 

la aplicación de una privación preventiva de libertad no se lesiona el derecho a la inocencia, 

pues el mencionado derecho pierde su rigidez cuando el Juez encuentra responsabilidad penal 

en el investigado emitiendo sentencia firme debidamente fundamentada.  

Considero, que en el ámbito constitucional el derecho a la presunción de inocencia esta 

establecido para salvaguardar la libertad de las personas, pero, como lo señala Landa, este 

derecho no es absoluto por lo tanto se debe tener siempre presente todos sus principios a fin de 

no lesionar derecho alguno de los imputados, todo debe hacerse en cumplimiento de la ley. 

La Sala Penal Permanente CSJ, (2015) en el considerando NOVENO de la Resolución 

de nulidad 399-2014 señalo que por considerarse un derecho constitucional la presunción de 

inocencia, se debe considerar como inocente a toda aquella persona que se le imputa una 

responsabilidad o participación en un hecho ilícito. 

Analizando dicho considerando podemos argumentar que toda persona imputada de un 

hecho ilícito debe ser considerada como inocente, mientras no haya prueba en contrario, el 

titular de la investigación, debe realizar todas sus diligencias dentro de lo que indica la ley sin 

vulnerar los derechos que le asisten a un imputado teniendo en consideración siempre el 

derecho de que se presuma su inocencia.   

1.5 Prisión Preventiva.  

 Definición de Prisión preventiva      

La Corte Suprema de Justicia de la República, (2019)  los jueces supremos de las salas 

penales permanente, provisional y especial en el Acuerdo Plenario N° 01-2019,  la definen 

como una institución procesal, medida coercitiva privativa de la libertad personal que goza de 

un amparo constitucional en su aplicación, pero que debe darse teniendo en consideración los 



 
 

29 
 

presupuestos de ley y determinados por un juez de investigación preparatoria, a pedido expreso 

del Fiscal en una diligencia oralizada y contradictoria denominada audiencia preparatoria. 

En este acuerdo plenario dentro de los fundamentos jurídicos definieron lo que es la 

pena privativa de libertad personal, señalandola como una institución dentro del proceso penal 

amparada por la Constitución para su aplicación por parte de los jueces encargados, dejan en 

claro que esta medida debe estar sujeta a presupuestos procesales que la hagan más efectiva.  

De la fuente, (2019) en su estudio cita a Jaime Flores cruz, definiendo esta medida como 

preventiva de la libertad de movimiento e internamiento a un establecimiento penal de una 

persona durante la evolución del proceso penal. El autor considera que su aplicación tiene como 

propósito evitar que el inculpado por la gravedad de los hechos pretenda darse a la fuga o 

intente influenciar ante testigos, de igual manera oculte o manipule evidencias que puedan 

desnaturalizar el proceso.  

 Naturaleza de la prisión preventiva 

Seminario (2015) la considera una figura jurídica de naturaleza personal, pero su 

aplicación está basada en la excepcionalidad en su uso. El autor deja entrever que la medida 

coercitiva privativa de la libertad debe ser excepcional, previa validación de presupuestos 

procesales que establezcan que se encuentra en riesgo el proceso, por lo que se haría necesaria 

la detención provisional e internamiento en una cárcel del imputado, se busca lograr de esta 

manera su presencia y participación de todas las audiencias del proceso, con la finalidad de 

esclarecer la verdad de los hechos. 

 Prisión preventiva y derechos fundamentales  

Toda persona goza de una serie de derechos, que le son intrínsecos por su calidad de 

ser humano, la mayoría de nuestros derechos han sido constitucionalizados, permitiendo su 

realización en su ámbito personal y profesional en libertad, es de suponer entonces que todo 

imputado de un hecho delictivo posee derechos que le asisten en su defensa. 
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Para que el fiscal solicite una prisión preventiva, debe hacerlo cumpliendo los 

presupuestos materiales formales invocados en la norma penal vigente, las mismas que deberán 

ser sustentadas y debidamente argumentadas toda vez que se trata de una de las medidas más 

gravosas de restricción a la libertad personal, con la aplicación de esta medida se busca 

conseguir que el imputado éste presente en cada una de las diligencias programadas, de igual 

manera su privación de libertad permita la no obstaculización de los diferentes actos procesales, 

que pueda influir en testigos, peritos, ocultación de evidencias que hagan más claro el panorama 

del Ministerio Público en búsqueda de la verdad de los hechos y una buena administración de 

justicia.  

1.6 Análisis de la jurisprudencia 

 Casación N° 626-2013-Moquegua, del treinta de junio del 2015. 

La presente casación se da por una presunta inobservancia de garantías constitucionales 

de carácter procesal específicamente sobre la aplicación de los artículos 268 y 269 del Código 

Procesal Penal (CPP).  

En esta casación se estableció jurisprudencia relacionada a la audiencia, motivación y 

otros elementos de una medida privativa preventiva de libertad, generando para esto una serie 

de procedimientos que deben tener en consideración las fiscalías ante un pedido de prisión 

preventiva, siendo varios los considerandos que los magistrados supremos han establecido 

como materia vinculante se expone los que considero de mayor importancia para el presente 

estudio, establecen que el debate oral será dividido en cinco partes la parte acusadora deberá 

exponer en forma precisa y argumentativa cada uno de estos presupuestos los tres primeros 

guardan relación con el Art. 268 del CPP presupuestos materiales de la prisión preventiva y 

que son (i) De los fundados y graves elementos de convicción (ii) La prognosis de la pena, esta 

debe ser superior a cuatro años y (iii) Del peligro procesal, (iv) La proporcionalidad de la pena 

y una (v) La duración de la medida,  estos puntos deben estar comprendidos en su requerimiento 
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y por escrito, esto permitirá que  el abogado defensor antes de la audiencia lo pueda estudiar y 

estar preparado para contradecir la teoría fiscal, señalar que, si el magistrado de la investigación 

preliminar se percatará que el primer presupuesto material de fundados y graves elementos de 

convicción no concurre, éste deberá permitir que se culminen con la exposición y 

argumentación de todos los demás presupuestos materiales con esto se busca una congruencia 

del proceso penal.     

Debe concurrir un alto grado probabilístico de que existieron los hechos ilícitos 

mediante el recaudo de indicios primarios todos ellos objetivos, los actos de investigación serán 

sometidos a un análisis riguroso evaluándose en forma individual y en su conjunto. 

Se considera de aplicación desproporcional una medida coercitiva limitativa de la 

libertad cuando la prognosis de la pena es menor de cuatro años y no existan elementos de 

convicción que permitan sentenciar a una persona. 

Para el peligro procesal los magistrados consideran que están ante un elemento muy 

importante en la aplicación de esta medida coercitiva, la evaluación de dos circunstancias el 

peligro de fuga y el peligro de obstaculización probatoria, para la evaluación del primero de 

los señalados se hace un señalamiento de los criterios a ser analizados tenemos el arraigo 

domiciliario, el arraigo laboral, arraigo residencia habitual, del mismo modo establecer de 

forma objetiva si la pena a imponerse es proporcional a la gravedad del hecho cometido o 

establecer el grado de pertenencia en una determinada organización, situaciones que 

establecerían una condena y por consiguiente una posible fuga del imputado.  

Los magistrados recogen jurisprudencia internacional, que señalan en sus resoluciones 

condenatorias, vienen dejando en claro que los presupuestos materiales de una prisión 

preventiva no se presumen, sino que debe hacerse una evaluación objetiva y exhaustiva en cada 

caso o situación.  Si existe un pedido de prisión preventiva no solo bastará manifestar ser 

integrante de una presunta organización criminal, sino que deberá fundamentar quienes la 
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integran, tipo de organización, permanencia, si existe pluralidad de imputados y la intención 

criminal, deberá considerar la vinculación existente del imputado con dicha organización 

criminal, señalando que peligro procesal se configura.       

 Acuerdo plenario extraordinario N° 1-2017/CIJ-116 

El presente acuerdo busco coincidir  jurisprudencia penal sobre un tema relacionado al 

ajuste que se le debe dar a una prolongación de la pena privativa de la libertad de movimiento 

de un imputado por hecho doloso alguno, los integrantes supremos en lo penal analizaron el 

apartado 2 incorporado por el Decreto legislativo 1307 del 30DIC2016 al Art. 272 del código 

procesal penal, modificatoria en la norma procesal penal relacionada a los plazos señalados 

para una prisión preventiva y de su excepcional a considerar por el Juez de la investigación 

preparatoria, la adecuación se puede dar ante un pedido de la fiscalía especializada por las 

razones que debe argumentar de forma clara y precisa. 

El plenario penal se pronuncia en la excepcionalidad que debe tener la aplicación de 

esta medida coercitiva privativa de libertad, manifestando de forma expresa que la regla en 

estos casos debe ser la libertad del acusado o imputado,  señalando principios como del favor 

libertatis y del in dubio pro libertate, y en caso de duda se debe optar por la medida menos 

prohibitiva de la libertad, de igual forma se hace una análisis del vocablo adecuar,  a la 

prolongación de la pena privativa de la libertad, consideran que un imputado debe conocer que 

esta medida tiene un inicio y un final dispuesto sólo por el órgano jurisdiccional, a los plazos 

máximos o referenciales de nueve, dieciocho y treinta y seis meses que se dictan en relación 

con los casos simple, complejo o el de criminalidad organizada se adicionaran nueve meses en 

casos simples, dieciocho meses en casos complejos y doce meses en casos de criminalidad 

organizada que sumados a los treinta y seis meses de este último sumarian cuarenta y ocho 

meses de prisión preventiva es decir cuatro años para crimen organizado.  

Establecen presupuestos materiales y formales propios a tener en consideración para 
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una prolongación de una pena privativa de libertad, señalando en primer lugar la exigencia de 

afluencia de circunstancias que indiquen una especial dificultad o prolongación de la 

investigación o del proceso, en segundo lugar, evitar que el imputado se sustraiga o pretenda 

obstaculizar el proceso y en tercer lugar o presupuesto material son los plazos límites de 

prolongación que deberán ser cumplidos por Ley.  

De igual manera se deben tener en consideración presupuestos formales, primero, el 

fiscal solicitará la prolongación de una prisión preventiva de forma fundamentada antes del 

término del plazo, segundo presupuesto participar de una audiencia ante el juez de 

investigación preparatoria, convocada dentro de los tres días posteriores de la fecha en que fue 

solicitada dicha prolongación y donde concurrirán todos las partes procesales, y como tercer 

presupuesto formal la resolución fundamentada al término de la indicada audiencia, esta puede 

ser apelada. Por lo que los jueces de la investigación preparatoria o de apelación están llamados 

a realizar la valoración correspondiente de cada solicitud de prolongación de la pena, se debe 

tener en cuenta el principio de proporcionalidad examinándose de manera concreta e 

individualizada la gravedad de los hechos, de igual manera un posible riesgo de fuga o un 

riesgo de obstaculización del proceso.      

 Acuerdo plenario N° 01-2019/CIJ-116 

En el presente Acuerdo Plenario, los Magistrados Supremos en lo penal, emitieron 

jurisprudencia relacionada al tema de los pedidos de prisión preventiva, establecen la idoneidad 

del uso de presupuestos procesales entre los que destaca de manera imprescindible la necesidad 

de un alto grado probabilístico de sospecha fuerte, siendo el principio de presunción de 

inocencia el que imponga los límites a esta medida procesal, todo pedido privativo provisional 

de libertad debe acompañar una alta valoración de los indicios o pruebas existentes que 

permitan la condena del imputado, de igual manera se tendrá en cuenta que el Juez deberá 

motivar dichas resoluciones de manera clara y concisa, basándose en principios de 
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exhaustividad y congruencia, las razones que motivan el aplicar dicha medida coercitiva deben 

ser entendible por cualquier persona.  

De igual manera, el pleno hizo un llamado y exige que el órgano jurisdiccional que 

aplique dicha medida limitativa de derechos, considerada de coerción personal más grave del 

sistema procesal no lo haga para presionar y recabar una confesión o colaboración por parte 

del imputado, sino que todos los hechos expuestos hayan proporcionado los suficientes 

elementos de convicción para una condena.  

El presente acuerdo deja en claro que ante un pedido de prisión preventiva se debe de 

tener en consideración el análisis del hecho penal imputado, de igual manera se debe tratar de 

un hecho ilícito que reúne las categorías de tipicidad, antijuricidad, culpabilidad y punibilidad, 

necesarios para un proceso penal, dejando de lado aquellas imputaciones carentes de sustento 

de alta probabilidad de responsabilidad del presunto implicado. 

El señalamiento de los dos requisitos que deben existir para motivar una prisión 

preventiva, en primer lugar, el delito a investigarse tenga la condición de grave y la sanción a 

imponerse debe ser mayor a cuatro (04) años reales y efectivos y como segundo requisito se 

prevé un peligrosismo procesal, al existir el condicionamiento a producirse una fuga y/o 

producirse una posible obstaculización al debido proceso, se deberá establecer de forma cierta 

que el imputado al encontrase llevando su proceso en libertad pondrá en riesgo la buena 

administración de justicia. 

1.7 Formulación del Problema. 

 Problema principal 

¿La aplicación de la prisión preventiva vulnera el derecho a la presunción de inocencia 

en los casos de corrupción de funcionarios en juzgados de investigación preparatoria nacional-

Lima? 
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 Problemas secundarios  

¿De qué manera es pertinente examinar la excepcionalidad de la medida coercitiva 

privativa de libertad personal impuesta de manera frecuente?  

¿Es correcta la evaluación procesal que se da al arraigo laboral y domiciliario en la 

aplicación de la medida cautelar personal? 

¿Existen jueces inquisitivos que hacen uso desmedido en la aplicación de una medida 

privativa de la libertad personal vulnerando principios de plazo razonable, proporcionalidad y 

excepcionalidad? 

¿Cómo el órgano jurisdiccional no aplica las medidas cautelares alternativas como la 

libertad provisional bajo caución, detención domiciliaria, entre otros, a la aplicación de la 

medida privativa de la libertad personal? 

 Justificación e importancia del estudio. 

Se justifica, por investigar en forma directa una problemática del sistema jurisdiccional, 

asumiendo que se estarían aplicando las medidas coercitivas más drásticas que nuestra 

legislación permite para la comisión de hechos relacionados a la administración pública, 

específicamente en contra de funcionarios o servidores públicos. Tenemos que las diferentes 

fiscalías especializadas en corrupción de funcionarios vienen peticionando al órgano 

jurisdiccional especializado, en forma recurrente pedidos de prisiones privativas de libertad, 

muchas de estos pedidos vienen realizándose sin cumplir con los presupuestos materiales y 

procesales establecidos en la normatividad vigente.  

El Perú no es ajeno a la problemática de criminalidad en sus diferentes modalidades, 

uno de estos problemas es la corrupción de funcionarios, podemos considerar que son diversos 

los factores que contribuyen a que personas elegidas por voto popular o aquellos que cumplen 

tareas de confianza se involucren en hechos reñidos contra la moral y buenas costumbres, para 

combatir este tipo de fenómeno social ha tenido que cambiar la estrategia de lucha contra este 
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flagelo que de por si causa una indignación a la sociedad al ver como los dineros que deberían 

de servir al común de los peruanos, se desvían hacía unos cuantos que ostentan un poder que 

el pueblo les confió, en búsqueda de una solución al problema aparecen medidas muy drásticas 

como la privativa de libertad de forma preventiva y que nos lleva a cuestionar su eficacia a la 

solución del problema mediante unas preguntas  ¿Ser funcionario público te estigmatiza como 

corrupto? ¿Por qué las fiscalías solicitan de manera reiterada la aplicación de pena privativa de 

libertad? ¿La norma procesal actual garantiza un proceso justo? ¿Por qué existe poca aplicación 

de medidas alternativas en casos de corrupción de funcionarios?, entre otros. 

De verificarse la valides de la hipótesis planteada permitirá aportar elementos para 

buscar un cambio en la operacionalización de la norma por quienes administran la justicia. 

Asimismo, permitirá proponer modificaciones en el ordenamiento jurídico del ámbito del 

derecho procesal penal. El estudio plantea nuevas estrategias que permitan elaborar 

conocimiento jurídico con validez y confiabilidad, que puedan servir como sustento en la 

formulación de otros documentos de investigación. 

La investigación es importante, porque su objeto de estudio es una problemática actual, 

latente, y que tiene deficiencias tanto en el marco legislativo y en su aplicación, lo podemos 

afirmar si analizamos las diferentes casaciones y acuerdos plenarios que se realizan con la 

finalidad de lograr  estándares jurídicos que permitan dar la confianza de una plena seguridad 

jurídica, porque están en discusión derechos fundamentales, nuestros gobernantes muchas 

veces elevan la bandera de lucha contra la corrupción para esto crean nuevas estrategias en la 

política criminal con la finalidad de desterrar dicha problemática para lo cual incrementan las 

sanciones penales o recurren a la aplicación de medidas coercitivas, una de ellas y la más 

gravosa la de privación de la libertad individual que estaría vulnerando la presunción de 

inocencia de las personas.  

Se considera que esta medida debe ser regulada de manera efectiva a través del 
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cumplimiento de los presupuestos para su aplicación, de existir una duda se debe dejar sin 

efecto dicho pedido para cambiarla por medidas alternativas que de seguro permitirán seguir 

con el proceso penal que garantice una verdadera justicia. 

1.8 Hipótesis. 

 Hipótesis general.  

Aplicar una medida privativa de libertad personal en forma preventiva transgrede 

significativamente el principio sobre presunción de inocencia en los casos de corrupción de 

funcionarios en juzgados de investigación preparatoria nacional-Lima. 

 Hipótesis específicas. 

Es correcta la evaluación procesal que se da al arraigo laboral y domiciliario en la 

aplicación de la medida cautelar personal. 

Es pertinente examinar la excepcionalidad de la medida coercitiva privativa de libertad 

personal impuesta de manera frecuente. 

Existen jueces inquisitivos que hacen uso desmedido en la aplicación de una medida 

coercitiva privativa de la libertad personal vulnerando principios de plazo razonable, 

proporcionalidad y excepcionalidad. 

Se adiciona a la norma procesal el cumplimiento riguroso de la suficiente actividad 

probatoria como requisito sine qua nom para la aplicación de la prisión preventiva, caso 

contrario se impondrán las medidas cautelares alternativas como la libertad provisional bajo 

caución, detención domiciliaria. 

1.9 Objetivos. 

 Objetivo General      

Determinar si mediante la aplicación de la prisión preventiva se lesiona la presunción 

de inocencia en los casos de corrupción de funcionarios en los Juzgados de Investigación 

Preparatoria Nacional. 
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 Objetivos específicos  

Analizar la valoración del arraigo domiciliario, arraigo laboral y grado de culpabilidad 

del imputado para determinar sancionar mediante pena privativa de libertad por parte de los 

juzgados de investigación preparatoria nacional en casos de corrupción de funcionarios.   

Identificar si los juzgados de investigación preparatoria nacional en casos de corrupción 

de funcionarios aplicaron medidas privativas de la libertad valorando su actividad probatoria y 

teniendo en consideración la excepcionalidad de esta medida. 

Identificar si el órgano encargado de administrar justicia viene aplicando una medida 

coercitiva privativa de la libertad haciendo un uso desmedido de esta, que haga presumir un 

acto inquisitivo, contrario a lo regulado en la nueva norma procesal penal. 

Proponer que solamente con el cumplimiento riguroso de la suficiente actividad 

probatoria se aplique la prisión preventiva en su defecto se impongan las medidas cautelares 

alternativas como la detención domiciliaria, la libertad provisional bajo caución, entre otros. 
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II. MATERIAL Y MÉTODO 

2.1 Tipo y Diseño de Investigación. 

Investigadores como D'Aquino & Barrón, (2007) consideran que una investigación es 

de tipo aplicada porque su realización está basada en situaciones prácticas, tal vez empíricas, 

que van a tener como finalidad solucionar problemas y en otros casos asumir algún tipo de 

decisión. Campos, (2010) nos dice que el estudio de un problema es cuantificable, cuando los 

datos obtenidos son medibles y sujetos de verificación.  Hernandez, Fernandez & Baptista, 

(2014) consideran que tiene un diseño descriptivo simple aquel hecho o situación que siendo 

sometido a un análisis debe proporcionarnos información sustancial descriptiva de manera 

independiente o variada de los ítems materia de investigación y Salkind, (1,998) señala que 

este tipo de investigación es no experimental cuando está diseñada para describir las acciones 

materia de estudio, sin que se tenga que establecer o probar la causa o efecto de su aplicación. 

Se entiende que los datos del problema se puedan medir y verificar.  

Con el presente estudio se trata de encontrar la relación entre ambas variables que, al 

ser sometidas a un estudio analítico, sus ítems nos deberían de proporcionar información 

fidedigna si existe un uso desproporcionado de una medida coercitiva que vulnera derechos de 

presunción de inocencia.  

Simbología: 

 

 

Según Hernández, Fernández, & Baptista, (2014) se simboliza para la  

O:  Como la medición de la información mediante cuestionarios, test u métodos de 

observación y la  

G:  Se considera a la población a quien va dirigida.  

  
  O                                      G 
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2.2 Población y Muestra 

Aurtenetxe, (2018) nos dice que el muestreo es un método de selección de una cantidad 

reducida de individuos que cumplan o presenten características similares a lo que se requiere 

para la investigación, de esta manera se busca delimitar el universo de una población.   

La presente investigación se hizo contando con nuestra unidad de análisis conformada 

por operadores de la judicatura de investigación preparatoria y los abogados defensores, en una 

población delimitada en un número de 50, de los cuales a criterio del investigador se seleccionó 

20 operadores de la judicatura del 1°, 2°, 3° del Juzgado de Investigación Preparatoria y 1°, 3° 

del Juzgado de Investigación Transitoria y 30 abogados defensores, que vendrían a ser un 

conjunto de personas conocedoras de la aplicación de la medida coercitiva de prisión de la 

libertad personal y de su posible violación del principio a la presunción de inocencia. 

El tipo de muestra mas idonea de realizarse teniendo en consideración la cantidad de 

población para obtener una información de elevada veracidad,  ha sido a través de la muestra 

censal, según Heinz , (2008) es aquel método de recolección de información que se realiza al 

conjunto de individuos que poseen particularidades similares, puede ser de trabajo, de estudio, 

orden religiosa, otras, para el presente estudio se empleó la técnica de la encuesta con 

aplicación de un cuestionario a cincuenta personas que tienen una pertenecia en lo 

jurisdiccional y que laboran en los juzgados de investigación preparatoria Lima. 

2.3 Variables y Operacionalización. 

Hernández & Coello, (2011) señalan que la técnica de operacionalización de las 

variables el investigador busca hacerlas medibles a través de sus indicadores, de tal manera que 

se proporcione a la investigación los materiales que harán posible obtener una información que 

permita solucionar el problema.  

En nuestro estudio existen dos variables, la variable independiente que es la prisión 

preventiva considerado un mecanismo coercitivo para ser usado como último recurso de 
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privación de la libertad personal a individuos acusados de un hecho ilícito, su uso desmedido 

viene afectando derechos fundamentales, de alguna manera este mecanismo coercitivo se ha 

convertido de un uso común para los operadores de justicia. A través de la operacionalización 

de estas variables se busca encontrar, si existe una desproporción del uso de una medida 

coercitiva, si los encargados de tutelar nuestros derechos son capaces de emplear medidas 

alternativas que permitan iguales resultados, pero con personas que sigan sus procesos en 

libertad. 

    Variables    Dimensiones 
   Indicadores 

 
            Items 

  Técnica e       

instrumento de 

recolección de 

Datos 

Variable 

Independiente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Prisión Preventiva 

(  X  ) 

Valoración del 

Arraigo 

 

 

 

 

 

 

Arraigo 

domiciliario 

 

 

¿Los criterios de 

valoración del arraigo 

domiciliario no solo 

son rigurosos, sino 

que se exige 

evidencias difíciles 

de corroborar 

Encuesta/Cuestionario 

 

 

Arraigo laboral 

Los criterios de 

valoración del arraigo 

laboral no solo son 

rigurosos, sino que se 

exige evidencias que 

son difíciles de 

demostrar en 

determinados casos 

cuando el trabajador 

es independiente 

Aplicación de 

prácticas 

inquisitivas 

 

 

Rigurosidad del 

sistema penal 

 

 

 

¿Cuál es el objetivo 

de dictar la medida de 

prisión preventiva, es 

demostrar la 

rigurosidad del 

sistema penal? 

Presión mediática 

Presión para 

aplicar 

rigorosamente la 

ley 

 

 

 

¿La presión 

mediática tiene una 

significativa 

influencia en la 

judicatura en la 

aplicación rigurosa 

de la ley, respecto a la 

prisión preventiva? 

Presión para exigir 

resultados 

¿La presión 

mediática exige 

resultados contra la 

criminalidad, por ello 
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se hace un uso 

desmedido y en 

muchos casos 

abusivo de la prisión 

preventiva so 

pretexto de la lucha 

contra la corrupción 

en desmedro de los 

derechos 

fundamentales de las 

personas? 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Variable 

Dependiente 

 

 

 

 

 

Presunción de 

Inocencia 

( Y ) 

 

Determinación de 

la culpabilidad del 

imputado 

 

 

 

 

Pena anticipada 

 

 

 

¿La prisión 

preventiva se ha 

convertido como una 

pena anticipada sin 

existir determinación 

de la culpabilidad del 

imputado? 

 

 

 

 

 

Encuesta / 

Cuestionario 

 

Privación de 

libertad en forma 

rigurosa 

¿Se aplica la 

privación de la 

libertad en forma 

rigurosa sin existir 

determinación de la 

culpabilidad del 

imputado? 

 

Valoración de la 

prueba 

 

Suficiente  

Actividad 

 probatoria 

 

 

¿Se observa en la 

emisión de prisión 

preventiva 

incumplimiento de 

suficiente actividad 

probatoria? 

Medidas  

alternativas, menos 

gravosas 

 

 

La caución 

 

¿Muchas judicaturas 

no utilizan la caución 

como medida 

alternativa a la 

prisión preventiva? 

La detención 

domiciliaria. 

 

¿Muchas judicaturas 

no utilizan la 

detención 

domiciliaria como 

medida alternativa a 

la prisión preventiva? 
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2.4 Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad.  

Se realizó una obtención de información de carácter relevante y objetiva, que permitió 

contribuir con la investigación, la técnica y herramienta empleada han sido las siguiente: 

- La encuesta, técnica empleada para averiguar la opinión acerca de las variables de 

estudio. 

- El cuestionario, por ser la herramienta más confiable de obtención de datos que se 

adecúa a la presente investigación. 

Para la construcción del instrumento, en primer lugar se hizo una observación y 

medición de las variables, se definió indicadores, tipo y nivel, se obtuvo la población y la 

muestra, la siguiente etapa fue la recolección de los datos. Eligiéndose la encuesta como técnica 

más adecuada y el cuestionario como su instrumento dicotómico de tipo cerrado, que permite 

la medición del nivel de percepción de la problemática por los conocedores de ellas. Las 

variables a medir han sido la Prisión Preventiva y la Presunción de Inocencia, se hizo un 

cuestionario compuesto por 12 preguntas, para la variable independiente 6 preguntas, divididas 

para la dimensión criterios de valoración de arraigo domiciliario y laboral fueron 2 preguntas, 

para la dimensión aplicación de prácticas inquisitivas 2 preguntas, y para la dimensión presión 

mediática 2 preguntas. La variable dependiente presunción de Inocencia 6 preguntas, para la 

dimensión determinación de la culpabilidad del imputado 2 preguntas, la dimensión suficiente 

actividad probatoria 2 preguntas y la aplicación de medidas alternativas la caución, la detención 

domiciliaria, tiene 2 preguntas. 

Se aplicó a los abogados y operadores de la judicatura de investigación preparatoria, porque 

conocen la forma como se viene aplicando la prisión preventiva en los casos de corrupción de 

funcionarios en juzgados de investigación preparatoria nacional-Lima. 

 Confiabilidad de los instrumentos 

Hernández, Fernández y Baptista (2010), señalan como instrumento confiable de 
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medición aquel que en su aplicación repetida a individuos u objetos produce igual resultado, el 

índice de consistencia interna de datos lo regula a través de valores lógicos 0 y 1, cuya 

evaluación en positivo nos permite corroborar el grado de confiabilidad y consistencia de la 

información solicitada, a lo contrario es decir en negativo nos permite detectar información 

defectuosa.  

Por lo tanto; la escala de valores que determina la confiabilidad está dada por los 

siguientes valores: 

- No es confiable   (– 1.0 a 0.0) 

- Baja confiabilidad   (0.01 a 0.49) 

- Moderada confiabilidad  (0.50 a 0.75) 

- Fuerte confiabilidad   (0.76 a 0.89) 

- Alta confiabilidad   (0.90 a 1.0) 

 Validación de los instrumentos 

La actual investigación científica con la finalidad de obtener una confiabilidad de un 

instrumento de medición lo expone a ciertos criterios de validación.  

Hernández, Fernández y Baptista (2010), un instrumento de medición obtiene su 

validez cuando este mide la variable teniendo en consideración los ítems señalados para tal fin, 

en el presente estudio se obtuvo validez de contenido a través del criterio de juicio de experto. 

Los ítems del instrumento se validaron en base a los criterios señalados en el (ANEXO 2) 

Las categorías son: 

1. Inferior al básico  

2. Básico  

3. Intermedio  

4. Sobresaliente  

5. Muy sobresaliente 
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 Validez Interna del estudio 

Perez, Perez, & Seca, (2020) señalan que se obtiene una validez de un experimento 

cuando todas aquellas pruebas u ensayos que podamos hacer se hagan cumpliendo ciertos 

parámetros de la investigación, la validez interna se obtiene a más recaudos de información.  

Nuestro trabajo investigativo trató de encontrar la relación existente entre la aplicación de una 

pena privativa de libertad y el vulnerar el principio de presunción de inocencia. 

 Validez de constructo 

Silva & Brain, (2015) en su investigación citan a Hernández, Fernández y Baptista 

(1997) quienes señalan, se da una validez de constructo de un instrumento cuando este es 

consistente en su medición en comparación con otros instrumentos que validan conceptos e 

hipótesis de una investigación. En la investigación la medición de las variables guarda una 

consistencia de conformidad al tipo de resultados que se buscan.  

 Opinión de expertos 

Al respecto se ha recurrido a la opinión de tres profesionales de la investigación 

expertos en derecho penal y constitucional, que con sus opiniones han permitido comprobar la 

importancia de la investigación y a la vez determinaron que el cuestionario como instrumento 

presenta alta validez. Los mismos que a su opinión sostienen una calificación de 90 % frente a 

un calificativo de 100% considerándose de óptimo para ser aplicado a nuestra población de 50 

personas entre abogados y operadores de la judicatura de investigación preparatoria nacional. 

2.5 Procedimiento de análisis de datos 

Al respecto Salkind, (1998) nos expresa que todo deviene de un proceso que se inicia 

en la recopilación de datos, una vez obtenida esta información se somete a la descripción de 

las características a través de la estadística.  

Los datos obtenidos son como resultado del cuestionario realizado a la población de 

operadores de la judicatura de investigación preparatoria nacional y abogados defensores, 
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resultados que forman parte de la estadística de la investigación y que a través de gráficos la 

hacen más ilustrativa.    

2.6 Criterios éticos. 

Cruz, Olivares, & Gonzáles, (2014) nos señalan que todo trabajo investigativo debe 

buscar siempre un cambio o generar aportes que permitan el bien común del individuo y su 

dignidad. El investigador debe ser una persona con ética llena de valores morales con 

conocimiento de sus límites para la elaboración de su información.  

La investigación debe permitir aportar a los órganos encargados de administrar justicia 

el sentido ético de privar de su libertad de movimiento a una persona, no podemos seguir 

creyendo que la única solución para que un imputado concurra a todas las audiencias 

programadas debe ser mediante un internamiento a un establecimiento penal.  

2.7 Criterios de rigor científico 

Para cumplir con lo exigido por la comunidad científica en la realización de trabajos de 

investigación se ha empleado fuentes debidamente citadas, cumpliendo con los estándares de 

protección de derechos de autor, para la elaboración del informe se ha empleado información 

fidedigna proveniente de libros, tesis, revistas, etc., los extractos sustraídos han sido 

debidamente parafraseados o citados de conformidad a la normatividad internacional APA 

sugerida para este tipo de investigación. Asimismo, los resultados conseguidos mediante uso 

de técnicas e instrumentos de obtención de datos empleados son fidedignos y están de acuerdo 

al tipo y diseño solicitado por la Universidad Señor de Sipán. 
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III.  RESULTADOS 

3.1 Resultados en tablas y figuras  

Perez, Perez, & Seca, (2020), nos señalan que una investigación es tan buena por lo que 

se trasmite, si esta tiene buena calidad en su estructura se verá reflejada en los resultados que 

se expongan, todo esto se logra si seguimos un cronograma de trabajo.  

Se empleó para la clasificación de las variables, ciertos criterios que nos proporcionen 

una mejor presentación e interpretación de nuestros resultados, con relación a la viariable 

independiente Prisión preventiva observamos sus dimensiones: Criterios de valoración del 

arraigo, Aplicación de la sanción penal prácticas inquisitivas y presión mediática, en tanto que 

en la variable dependiente presunción de inocencia sus dimensiones: Valoraración de la 

determinación de la culpabilidad del imputado, valoración de la prueba y medidas cautelares 

alternativas.  

Así tenemos que los resultados obtenidos luego de haber aplicado la técnica e 

instrumento de obtención de datos se presentan e interpretan a continuación: 

Tabla 1.   

Resultado de análisis de fiabilidad de Prisión Preventiva  

________________________________________________________ 

  Instrumento                Alfa de Cronbach               Nº elementos 

_______________________________________________________ 

Cuestionario                               ,833                                   6 

_______________________________________________________ 

Fuente. Elaboración propia. 

 

Tabla 2.  

Resultado de análisis de fiabilidad de Presunción de inocencia  

________________________________________________________ 

  Instrumento                Alfa de Cronbach               Nº elementos 

________________________________________________________ 

Cuestionario                               ,833                                  6 

_______________________________________________________ 

Fuente. Elaboración propia. 
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Nota: El instrumento estadístico de medición de confiabilidad de consistencia de la 

información ha sido el Alfa de Cronbach 

Según lo referido en las tablas 01 y 02 se aprecia en la aplicación de los valores de 

confiabilidad del Coeficiente de Alfa de Cronbach, este resultado para Prisión Preventiva se 

encuentra entre el nominado “Fuerte confiabilidad” encontrándose en el valor mayor que ,8 en 

cuanto a la Presunción de inocencia se encuentra en el mismo nivel que el valor anterior.  

En cambio, el cuestionario como instrumento ha sido validado por profesionales 

considerado como juicio de expertos, según detalle: 

VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO    (Cuestionario) 

DATOS GENERALES EXPERTO PORCENTAJE 

Doctor en derecho Sánchez Sadi, Manuel 100% 

Magister en derecho Vera Lujan, Eduardo 100% 

Bachiller en derecho y 

docente en metodología 
Soto Mendoza, José 100% 

             PROMEDIO 100% 

       Fuente: Elaboración Propia 

 

3.2 Resultados descriptivos sobre datos personales de encuestados. 

Tabla 1 

Abogados y operadores de la judicatura de investigación preparatoria, según edad. 

 

   Fuente: Elaboración propia 

 Rango edad Frecuencia   Porcentaje 

19 - 29 años      11 22,0% 

29 - 39 años      14 28,0% 

40 - 49 años      17 34,0% 

50 - 58 años       8 16,0% 

      Total     50 100,0% 



 
 

49 
 

NOTA: El porcentaje mayor entre abogados y operadores de la justicia que han contestado el 

cuestionario se encuentra en el rango de edad comprendido entre 40 a 49 años, luego vienen 

aquellos de las edades comprendidas entre 29 a 39 años, se puede afirmar que el grupo mayor 

que contesto el cuestionario esta comprendido entre las edades comprendidas entre 29 a 49 

años de edad. 

Tabla 2 

Abogados y operadores de la judicatura de investigación preparatoria, según sexo. 

Sexo Frecuencia      Porcentaje 

Femenino      21       42,0% 

Masculino      29       58,0% 

            Total     50     100,0% 

   Fuente: Elaboración propia 

NOTA: Revisados los resultados de la presente tabla, podemos apreciar que han sido los 

profesionales de la judicatura de sexo masculino quienes han respondido en mayor proporción 

con relación a los profesionales de sexo femenino. 

Tabla 3 

Abogados y operadores de la judicatura de investigación preparatoria, según el nivel 

académico  

Nivel Académico  Frecuencia Porcentaje 

Abogados  37 74,0% 

Maestría 9 18,0% 

Doctor  4 8,0% 

Total 50 100,0% 

  Fuente: Elaboración propia 
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NOTA: Predomina en mayor proporción de encuestados las personas que ostentan el grado 

académico de abogado; le siguen aquellos profesionales del derecho que cuentan con maestría, 

evidenciándose un porcentaje minoritario de profesionales del derecho con un doctorado. 

3.3 Resultados descriptivos de las preguntas 

Tabla 4.   

 Valoración del arraigo domiciliario 

 

      Items   n   % 

Totalmente de acuerdo  45 8,0% 

De acuerdo 2 56,0% 

Indeciso  - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

2 

  

1 

34,0% 

 

2,0% 

Total 50 100,0% 

Nota: Encuesta realizada del 04 al 07 de setiembre del 2020 

Figura 1.   

Valoración del arraigo domiciliario 

Fuente: Elaboración propia 
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En el gráfico 1, de una encuesta realizada a los 50 abogados y profesionales de la 

judicatura penal, se aprecia que casi en su totalidad de la muestra responden positivamente a la 

interrogante que los criterios de valoración del arraigo domiciliario no solo son rigurosos, sino 

que se exige evidencias difíciles de corroborar (un 90% responde totalmente de acuerdo y la 

respuesta de acuerdo en un 4%), un 6 % no respalda tal afirmación, totalizando el 100% de la 

muestra. 

Tabla 5    

                 Valoración del arraigo laboral 

Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  46 92,0% 

De acuerdo 1 2,0% 

Indeciso   - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

3 

 

- 

6,0% 

 

0% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura 2 

Valoración del arraigo laboral 

 

Fuente: Elaboración propia 
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En el gráfico 2, la respuesta de los conocedores de la problemática de la prisión 

preventiva nos responden positivamente un 92% está totalmente de acuerdo con la premisa que 

el pedido de evidencias fehacientes para demostrar el arraigo laboral, es una exigencia rigurosa 

y compleja en un trabajador independiente, a ello se adiciona positivamente una respuesta de 

acuerdo con un 2%,  la posición contraria presenta un desacuerdo en un 6 %, hay que destacar 

que los que han dado una respuesta negativa son algunos de los operadores de la judicatura 

penal. 

Tabla 6    

Rigurosidad del sistema penal 

Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  12 20,0% 

De acuerdo 38 80,0% 

Indeciso   - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

 - 

 

- 

0% 

 

0% 

            Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura 3 

Rigurosidad del sistema penal 
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Fuente: Elaboración propia   

En el gráfico 3, ante la interrogante: está de acuerdo usted que el objetivo de dictar la 

medida de prisión preventiva, es demostrar la rigurosidad del sistema penal, los encuestados 

han respondido positivamente, en un acumulado de respuestas positivas en un 100%. Esto es, 

un totalmente de acuerdo en un 20% al cual se adiciona un de acuerdo del 80% de los 

encuestados.  

Tabla 7  

Difícil el resarcimiento del imputado 

Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  12 24,0% 

De acuerdo 38 76,0% 

Indeciso   - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

 - 

 

- 

0% 

 

0% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura  4   

Difícil el resarcimiento al imputado 

 

Fuente: Elaboración propia   
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En el gráfico 4, ante la interrogante que es difícil el resarcimiento al imputado ante la 

aplicación de una medida privativa de libertad sin ser encontrado culpable, los encuestados han 

respondido positivamente, un totalmente de acuerdo en un 24% al cual se adiciona un de 

acuerdo del 76% de los encuestados. 

Tabla 8   

La presión mediática tiene significativa influencia  

Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  41 82,0% 

De acuerdo 9 18,0% 

Indeciso  - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

- 

 

- 

0% 

 

0% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura 5 

La presión mediática tiene significativa influencia  

 

Fuente: Elaboración propia   
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En el gráfico 5, apreciamos que un 82% de abogados y profesionales de la judicatura 

encuestados consideran estar totalmente de acuerdo a la interrogante de existir una influencia 

mediática en los juzgadores al aplicar una prisión preventiva, de igual manera el 18% de los 

profesionales encuestados refiere estar de acuerdo con la presente interrogante.  

Tabla 9   

 

Uso desmedido y en muchos casos abusivo de la prisión preventiva 

 

Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  43 87,0% 

De acuerdo 7 13,0% 

Indeciso  - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

- 

 

- 

0% 

 

0% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura 6 

Uso desmedido y en muchos casos abusivo de la prisión preventiva 

 

 

Fuente: Elaboración propia   

Los resultados expuestos en el gráfico 6, nos señalan que hay un 87% entre abogados 

y profesionales de la judicatura que refieren estar totalmente de acuerdo que la presión 
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mediática exige resultados contra la criminalidad, por ello consideran que el Juzgador hace un 

uso desmedido y abusivo de la prisión preventiva, asimismo, un 13 % de estos profesionales 

refiere estar de acuerdo con la pregunta formulada. 

Tabla 10  

 
Pena anticipada sin existir determinación de la culpabilidad del imputado 

 

Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  15 30,0% 

De acuerdo 35 70,0% 

Indeciso   - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

 - 

 

- 

0% 

 

0% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura  7 

Pena anticipada sin existir determinación de la culpabilidad del imputado 

 

Fuente: Elaboración propia   

En el gráfico 7, respecto a la interrogante si la prisión preventiva se ha convertido en 

una pena anticipada sin existir determinación de la culpabilidad del imputado, un 30% responde 

estar totalmente de acuerdo, de igual manera un 70% considera estar de acuerdo.  
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Tabla 11   

Privación de la libertad en forma rigurosa 

Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  15 30,0% 

De acuerdo 35 70,0% 

Indeciso   - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

 - 

 

- 

0% 

 

0% 

                Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura 8 

Privación de la libertad en forma rigurosa 

 

Fuente: Elaboración propia  

En el gráfico 8, al igual que la interrogante anterior, el 30% responde estar totalmente 

de acuerdo, unido a un 70% estar de acuerdo, que se aplica la privación de la libertad en forma 

rigurosa sin existir determinación de la culpabilidad del imputado. 

Tabla 12   

Se incumple el requisito de suficiente actividad probatoria 

Totalmente de 
acuerdo ; 15

De acuerdo; 35

Indeciso ; 0

En desacuerdo; 
0

Totalmente en 
desacuerdo; 0
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Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  21 42,0% 

De acuerdo 23 46,0% 

Indeciso   - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

6 

 

- 

12% 

 

0% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura  9 

Se incumple el requisito de suficiente actividad probatoria 

 

Fuente: Elaboración propia  

En el gráfico 9, la respuesta a la interrogante formulada a los abogados y profesionales 

de la judicatura, estos consideran que en determinados casos, el dictado de prisión preventiva 

incumple el requisito de suficiente actividad probatoria, un 42% opina estar totalmente de 

acuerdo, unido a un 46% de profesionales del derecho que están de acuerdo, existiendo un 12% 

de profesionales que tienen una posición contraria. 

Tabla 13   

Sospecha fuerte en una prisión preventiva 
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Nivel Frecuencia Porcentaje 

Totalmente de acuerdo  22 44,0% 

De acuerdo 22 44,0% 

Indeciso  - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

5 

  

1 

10% 

 

2% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura  10 

Sospecha fuerte en una prisión preventiva 

 

Fuente: Elaboración propia   

En el gráfico 10, un 44% de abogados y profesionales de la judicatura sostienen estar 

totalmente de acuerdo al considerar como algo medible la sospecha fuerte en una prisión 

preventiva, un porcentaje igual un 44% responde de acuerdo, una proporción del 10% señala 

estar en desacuerdo y un 2% señala estar totalmente en desacuerdo.  

Tabla 14   

No se utiliza la caución como medida alternativa 

Nivel Frecuencia Porcentaje 
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Totalmente de acuerdo  18 36,0% 

De acuerdo 27 54,0% 

Indeciso   - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

5 

  

- 

10% 

 

2% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura  11 

No se utiliza la caución como medida alternativa 

 

Fuente: Elaboración propia   

En el gráfico 11, se aprecia que un 56% de encuestados se encuentra de acuerdo y un 

36% afirma estar totalmente de acuerdo en que muchas judicaturas no utilizan la caución como 

medida alternativa a la prisión preventiva, asimismo un 10% de los encuestados está en 

desacuerdo con lo afirmado.  

Tabla 15   

No se utiliza la detención domiciliaria como medida alternativa 

Nivel Frecuencia Porcentaje 
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Totalmente de acuerdo  23 46,0% 

De acuerdo 27 54,0% 

Indeciso  - 0% 

En desacuerdo 

Totalmente en desacuerdo 

- 

 

- 

0% 

 

0% 

Total 50 100,0% 

                NOTA: Encuesta realizada del 4 al 7 de setiembre del 2020   

Figura 12 

No se utiliza la detención domiciliaria como medida alternativa 

 

Fuente: Elaboración propia   

En el gráfico 12, todos responden positivamente ante la interrogante que muchas 

judicaturas no utilizan como una medida alternativa a la prisión preventiva la figura jurídica de 

la detención domiciliaria. 

3.4 Discusión de Resultados 

Bernal, (2010), señala que la discusión de resultados es la etapa de mayor importancia 

de la investigación,  consiste en realizar de manera conciente un análisis, interpretación y 

comparación de los descubrimientos alcanzados a través de los objetivos planteados, nuestra 

hipótesis señalada y cuestionario formulado.   
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Los resultados alcanzados mediante la aplicación de un cuestionario como instrumento 

de recolección de información,  nos indica que existe un porcentaje de los encuestados un 90% 

ha contestado estar de acuerdo y totalmente de acuerdo que aplicar una medida privativa de 

libertad personal en forma preventiva transgrede significativamente el principio a la presunción 

de inocencia situación que se vendría generando en los procesos especiales de corrupción de 

funcionarios que son ventilados en los diferentes juzgados de investigación preparatoria 

nacional-Lima. 

La sociedad peruana exige por parte del Estado una respuesta eficiente y eficaz de lucha 

contra la criminalidad, sobre todo en aquella cometida por funcionarios públicos y que 

involucra a poderes del Estado, creando una persepción de inseguridad, es por todos conocido 

que se hacen denodados esfuerzos para enfrentar este tipo de delitos considerados especiales 

dentro de nuestro Código Penal, para esto se ha tenido que implementar una serie de políticas 

públicas, entre ellas la procesal penal, estableciéndose cambios sustantivos en la legislación 

penal permitiendo que cada uno de los operadores encargados de administrar justicia no abusen 

de sus prerrogativas para buscar sancionar, si bien es cierto se crea una serie de diligencias 

procesales entre ellas la prisión preventiva, considerada una medida coercitiva de uso 

excepcional pero que al parecer es muy mal entendida su aplicación, como consecuencia, se ha 

generado vulneración de derechos fundamentales, adicionándose una sobre criminalización de 

los delitos, disminución de beneficios penitenciarios, y la creación de nuevas instituciones 

como el proceso inmediato, la aplicación de esta medida coercitiva no privilegia la utilización 

de los presupuestos procesales sino otros factores externos como la presión mediática, el ánimo 

de demostrar rigurosidad por parte del sistema de justicia y ello ha coaccionado un fuerte 

cuestionamiento no solo por los conocedores de la temática sino por la población en general. 

Así, tenemos que un estudio realizado en México por De la fuente, (2019) revela la 

misma problemática que en nuestra realidad procesal, en donde se esta utilizando la prision 
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preventiva como mecanismo de lucha efectiva contra la criminalidad, siendo de igual manera 

en los casos de los delitos cometidos por funcionarios publicos donde muchos de ellos 

pertenecen a partidos politicos o tiene relacion con una faccion determinada que esta en el 

poder o ha estado en el poder surgiendo muchas acusaciones muchas de ellas reales sustentadas 

en medios probatorios y otras producto de la enemistad politica, pugna entre poderes y otras 

situaciones ajenas a lo que verdaderamente importa esto es determinar la verdadera 

responsabilidad. 

Con relación a la primera hipótesis especifica: se constató la existencia de una 

correlación entre la evaluación procesal que se da al arraigo laboral y domiciliario y la 

aplicación de la medida cautelar personal, en los resultados de la aplicación de nuestros 

instrumentos, un 90% responde totalmente de acuerdo y de acuerdo en un 4%, que los criterios 

de valoración del arraigo domiciliario no solo son rigurosos, sino que se exige evidencias 

difíciles de corroborar, como acción contraria existe un 6 %, la misma respuesta positiva 

encontramos en que el pedido de evidencias fehacientes para demostrar el arraigo laboral, es 

una exigencia rigurosa y compleja en un trabajador independiente, un 92% respondió estar 

totalmente de acuerdo con la premisa, a ello se adiciona positivamente una respuesta de acuerdo 

con un 2%,  la posición contraria presenta un desacuerdo en un 6 %, hay que destacar que los 

que han dado una respuesta negativa son algunos de los operadores de la judicatura penal. 

En la aplicación de los instrumentos se observa que la respuesta de los conocedores de 

la problemática, los que se desenvuelven diariamente en la labor judicial responde que los 

criterios de valoración del arraigo domiciliario no solo son rigurosos, sino que se exige 

evidencias difíciles de corroborar (un 90% responde totalmente de acuerdo y la respuesta de 

acuerdo en un 4%), con ello queda evidenciado que estamos ante un accionar que no es acorde 

con el sistema de corte garantista. 

En cuanto a la segunda hipótesis específica, si resulta pertinente examinar la 
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excepcionalidad de la aplicación de una medida coercitiva de forma habitual, analizadas las 

respuestas de los encuestados se observa en determinados casos quien disponer una prisión 

preventiva incumple el requisito de suficiente actividad probatoria, siendo un 42% los 

encuestados que responden estar totalmente de acuerdo, unido a un 46% que está de acuerdo, 

encontramos una posición que no está de acuerdo en un 12%. Un 44% responde estar 

totalmente de acuerdo al considerar como algo medible la sospecha fuerte en una prisión 

preventiva, un porcentaje igual un 44% responde de acuerdo, una posición contraria en 10% 

señala estar en desacuerdo y un 2% señala estar de acuerdo.  

Interrogantes que demuestran que no se viene aplicando la prision preventiva como 

medida excepcional ocurre tambien en la realidad mexicana de acuerdo a la señalado por Diaz, 

(2020) donde la justicia mexicana no respeta muchas veces los preceptos de tutela de los 

derechos fundamentales como el derecho a la libertad, al igual que la justicia en el Perú, la 

aplicación de medidas coercitivas muy graves no se hace interpretando la normatividad 

supranacional existente.   

Respecto a la tercera hipótesis que existen jueces inquisitivos que hacen uso desmedido 

de una medida coercitiva la más gravosa a la libertad personal, vulnerando principios de plazo 

razonable, proporcionalidad y excepcionalidad, se obtiene con los resultados obtenidos ante la 

interrogante que el objetivo de dictar la medida de prisión preventiva es demostrar la 

rigurosidad del sistema penal, los encuestados han respondido positivamente, un 80% responde 

estar totalmente de acuerdo, un 20% responde estar de acuerdo. Sobre la interrogante resulta 

difícil el resarcimiento al imputado ante la aplicación de una medida privativa de libertad sin 

ser encontrado culpable, los encuestados han respondido positivamente, un totalmente de 

acuerdo en un 24% al cual se adiciona un de acuerdo del 76% de los encuestados. Considero 

que este agravio nunca puede ser resarcido por los operadores de justicia, siendo el Estado el 

que algunas veces tiene que ser sancionado por instituciones supranacionales ante la violación 
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de derechos fundamentales como la presunción de inocencia. 

Esta vulneración de derechos fundamentales también lo destaca Duque (2018) en su 

tesis señala que Colombia es un país que más aplica la detención preventiva, como la mayoría 

de los países latinoamericanos tienen diversos problemas internos, crisis políticas, escándalos 

de corrupción, pero, sobre todo instituciones endebles, como los partidos políticos, y un 

constante enfrentamiento entre ellos, donde observamos que las denuncias abundan, y una 

denuncia en nuestra realidad americana hace culpables sin haber determinado la 

responsabilidad penal. 

Asimismo, los encuestados responden positivamente que la prisión preventiva se ha 

convertido quizá como una condena adelantada sin existir determinación de la culpa de un 

presunto responsable de la comisión de un delito, un 30% responde estar totalmente de acuerdo, 

y un 70% estar de acuerdo. A ello se une el 30% responde estar totalmente de acuerdo, unido 

a un 70% estar de acuerdo, que se aplica la privación de la libertad en forma rigurosa sin existir 

determinación de la culpabilidad del imputado.  

La prisión preventiva, desde nuestra lectura en muchos casos se dicta de forma pronta, 

sin tener en cuenta los presupuestos para determinar la responsabilidad penal, no se toma en 

cuenta lo señalado en el Artículo 155° del código procesal vigente, la “actividad probatoria” 

establece realizar acorde a los instrumentos de protección de derechos fundamentales. Dicha 

actividad probatoria despliega un conjunto de acciones (voluntad, conocimiento o 

razonamientos) de los sujetos procesales reguladas en la norma y que van a producir certeza o 

la admisión de una objetiva probabilidad del hecho. Observando que ello no se cumple en 

diversas instituciones procesales siendo la más relevante cuando se dicta prisión preventiva. 

De no respetar dichos presupuestos se vulnera la presunción de inocencia, derecho 

establecido en nuestra carta magna Art. 2.24.e, donde se protege la libertad del individuo, 

quien, en casos de estar siendo sometido a investigación alguna, será considerado como 
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inocente mientras no se demuestre situación legal contraria a través de una sentencia emitida 

por el órgano jurisdiccional correspondiente. Este derecho al encontrarse enmarcado dentro de 

la constitución se considera que ostenta un rango constitucional, se considera como un 

principio pro homine.  

Sobre la cuarta hipótesis, al respecto según el análisis a las respuestas emitidas por los 

profesionales de la legalidad, considero que el órgano jurisdiccional especializado en casos de 

corrupción de funcionarios, se ve muchas veces influenciado por ciertas investigaciones 

consideradas mediáticas que no le permiten aplicar medidas cautelares alternativas como la 

libertad provisional bajo caución, detención domiciliaria, entre otros, en remplazo de la 

privativa de la libertad personal, así tenemos que un 82% respondió estar totalmente de 

acuerdo, a ello se adiciona un posición positiva de un 18% responde estar de acuerdo que la 

prisión preventiva se ve influenciada por la mediatización de los casos.   

Dichos resultados estadísticos coinciden con las conclusiones arribadas por Concha & 

Flores, (2017) que nuestros juzgadores no optan por sustituir las penas privativas de libertad 

por medidas menos gravosas, dichas medidas como hemos resaltado son la detencion 

domiciliaria o la caución, ello tiene una alta incidencia en el aumento de problemas de indole 

penitenciario como la sobre poblacion en las carceles. Podemos apreciar que la prisión 

preventiva tiene sus consecuencias no solo para el procesado a quien se le vendría vulnerando 

el derecho a la libertad, derecho de defensa, entre otros, sino que además ocasiona un problema 

de hacinamiento penitenciario.  

Según nuestros resultados un 36% de encuestados respondió estar totalmente de 

acuerdo que muchas judicaturas evitan la caución como uso alterno a la prisión preventiva, a 

ello se une en estar de acuerdo 54% de encuestados, en contra de esta posición tenemos un 10% 

que está en desacuerdo. Así mismo, todos responden positivamente ante la interrogante que 

muchas judicaturas no utilizan la detención domiciliaria como alternativa a la prisión 
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preventiva. Esta realidad de nuestro país coincide con lo que ocurre en España tenemos la 

misma problemática de acuerdo a Fernández (2019), se aplica más penas privativas de libertad, 

y no aquellas alternativas e innovativas a la excepcionalidad de esta figura jurídica considerada 

la más gravosa a la libertad. Como destaca el autor esto no ocurre en países como Francia o 

Alemania. La problemática en torno a la corrupción en España exige resultados, sobre todo por 

la presencia de escándalos desde el nivel de la realeza hasta las autoridades de las comunas por 

ello la prensa, la oposición, los grupos de derecho, los grupos de izquierda y otros grupos ello 

redunda en la aplicación de medidas severas como la privación preventiva. Realidad muy 

similar a la de nuestro poder jurisdiccional. 

Ante los respuestas brindadas por los encuestados sobre la presión mediática, se tiene 

que muy buena parte de las judicaturas especializadas no estandarizan como una obligatoriedad 

los indicios que hagan presumir actividad probatoria suficiente en la comisión de un hecho 

delictivo, lo dejo establecido la Sala Penal Transitoria en la Casación N° 158-2016-Huaura, 

el nuevo modelo de proceso penal esta llamado a garantizar un debido proceso y tener acceso 

a una verdadera tutela jurisdiccional, la culpabilidad de un individuo debe basarse en un 

conjunto de circunstancias y evidencias que dejen bien en claro su participación en un hecho 

criminal, no debe existir duda al respecto, la presunción de inocencia debe acompañar a todo 

imputado hasta que se demuestre prueba en contra y se dicte sentencia por el órgano 

jurisdiccional correspondiente.  

El problema en torno a una inadecuada utilización de la prisión preventiva, lo 

observamos en varios países de la región americana como es el caso que describe De la fuente, 

(2019) en su estudio del sistema judicial mexicano, presenta las mismas caracteristicas que el 

Perú donde el sistema procesal penal es discriminativo en relación a la víctima o el imputado, 

forman parte de esta realidad la presion mediatica o la exigencia de la ciudadania que espera 

resultados positivos por parte del estado, por lo que muchas veces las instituciones encargadas 
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de administrar justicia buscando satisfacer a la población aplica medidas coercitivas de 

privacion de la libertad, demostrando además la actuacion represiva del Estado. 
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IV.   CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

4.1 Conclusiones 

No es correcta la valoración y evaluación procesal que se da al arraigo laboral y 

domiciliario para aplicar una pena privativa de libertad personal, existe una exigencia rigurosa 

y con criterios alejados de la realidad de las labores de un funcionario o servidor público,  que 

por razones de función domicilia en un determinado lugar y que no necesariamente es titular 

del predio, no se toma en cuenta la realidad laboral ni del lugar donde habita, a pesar de que se 

viene demostrado con diferentes evidencias dicho arraigo. 

Se hace necesario revisar toda prisión preventiva, esta debe cumplir con los 

presupuestos materiales y procesales señalados en la norma procesal vigente, debe ser 

excepcional su peticionar y aplicación, muchas veces no se tiene en consideración su real 

dimensión gravosa, se aplica careciendo de la valoración necesaria y suficiente de hechos que 

prueben una culpabilidad del imputado, colisionando esta medida coercitiva con un derecho 

fundamental. 

El uso de una medida coercitiva privativa de la libertad personal por parte de algunos 

magistrados de los juzgados de investigación preparatoria nacional tendrían un carácter 

inquisitivo de la norma procesal penal por ser empleada en forma indiscriminada, llegando a 

ser considerada por algunos estudiosos como una pena anticipada, se percibe no tener nada de 

excepcional, que su aplicación debe ser de última ratio, es decir, de aplicación de última 

instancia se debe de tener presente que después del derecho a la vida se encuentra la libertad 

como uno de los derechos intrínsecos de la persona humana.  

De igual manera, podemos percibir y establecer como un condicionante para una prisión 

preventiva, la presión mediática, el periodismo considerado un cuarto poder a través de sus 

investigaciones paralelas ejerce en la población una serie de criterios sobre casos considerados 

emblemáticos por el juzgamiento de funcionarios públicos del más alto nivel y que de alguna 
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manera sesga el criterio en algunos juzgadores que no le permiten aplicar medidas cautelares 

alternativas señalados en nuestro ordenamiento penal.  

4.2 Recomendaciones 

La valoración del arraigo domiciliario y el arraigo laboral a un funcionario público debe 

hacerse teniendo en consideración factores relacionados a su cargo si este es por 

nombramiento, elección popular o por concurso público, asimismo, si su situación laboral es 

temporal o permanente, situaciones que permitan emitir al Juez de manera sustantiva una 

resolución de prisión privativa de libertad, para esto el operador de justicia debe tener un amplio 

conocimiento de la normatividad del servicio público. 

Se debe considerar que el legislador dejo por sentado que la aplicación de una norma 

muy gravosa se debe hacer de manera excepcional, su aplicación se debe hacer como último 

recurso jurídico, no debe existir un ápice de duda en la motivación de dicha medida cautelar, 

el Fiscal debe fundamentar y motivar su petición teniendo en consideración los presupuestos 

materiales procesales, la capacitación permanente de los operadores de justicia, debería ser una 

alternativa. 

Nuestros operadores de justicia deben concientizarse que la actual norma procesal penal 

no ésta hecha para ser inquisitiva, tiene otra finalidad, ha sido diseñada para que el imputado y 

los operadores de justicia gocen de garantías jurídicas basadas en la oralidad, para lo cual sus 

actores deben tener el conocimiento de las innovaciones a la norma procesal, así como de sus 

diferentes análisis e interpretaciones de algunos de sus artículos emitidos por las diferentes 

Salas Supremas en las diferentes casaciones y acuerdos plenarios que existen al respecto, 

recomendándose que un futuro próximo estas sean recogidas por el legislador para su 

implementación a la norma procesal penal. 

Los jueces llamados a garantizar una verdadera tutela jurisdiccional al parecer 

consideran que no existe medida alternativa que se pueda imponer en vez de una prisión 
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preventiva, no se le viene dando la importancia necesaria, pese a que sus presupuestos 

materiales son los mismos de la prisión preventiva, además, se viene desconociendo los 

condicionantes para la aplicación de una caución o una detención domiciliaria, que permitirán 

un descongestionamiento del sistema carcelario, esto quizá se podrá obtener con la capacitación 

permanente de nuestros operadores de justicia que permitan su afianzamiento de sus 

resoluciones ante la mediatización de algunos casos considerados emblemáticos. 
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VI.  Anexos 

Anexo 1. Matriz de consistencia     
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Anexo 2. Cuestionario.  

 

CUESTIONARIO SOBRE PRISIÓN PREVENTIVA (X) 

 

Estimado: Acepta Ud., voluntariamente responder al presente cuestionario para 

obtener información sobre la aplicación de la prisión preventiva y la vulneración de la 

presunción de inocencia en los casos de corrupción de funcionarios en los juzgados de 

investigación preparatoria nacional. 

 

EDAD    :  _______ años 

SEXO    :  F_____ M ____ 

PROFESIÓN   :  ______________     

GRADO ACADÉMICO  : _______________ 

 

Instrucciones: 

El cuestionario es anónimo, por favor responda con sinceridad. Lea usted con atención 

y conteste marcando con una “X” en un solo recuadro, según corresponda: 

  

Calificación: 

 

Totalmente en 

desacuerdo 
En desacuerdo Indeciso De acuerdo 

Totalmente de 

acuerdo 

1 2 3 4 5 

 

 

Nº Dimensiones e indicadores 
1 2 3 4 5 

 
Criterios de valoración de arraigo domiciliario y 

laboral      

01 

¿Los criterios de valoración del arraigo domiciliario 

no solo son rigurosos, sino que se exige evidencias a 

veces difíciles de demostrar? 

     

02 

¿El pedido de evidencias fehacientes para demostrar 

el arraigo laboral, es una exigencia rigurosa y 

compleja en un trabajador dependiente?  

     

 
 

Aplicación de prácticas inquisitivas      

03 

¿El objetivo de dictar la medida de prisión 

preventiva, es demostrar la rigurosidad del sistema 

penal? 

     

04 

¿Comparte usted la afirmación que es difícil el 

resarcimiento al imputado que en un proceso por 

corrupción de funcionarios cumplió prisión 

preventiva y no se encontró culpabilidad? 
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 Presión mediática      

05 

¿La presión mediática tiene una significativa 

influencia en la judicatura en la aplicación rigurosa 

de la ley, respecto a la prisión preventiva? 

     

06 

¿La presión mediática exige resultados contra la 

criminalidad, por ello se hace un uso desmedido y en 

muchos casos abusivo de la prisión preventiva so 

pretexto de la lucha contra la corrupción en 

desmedro de los derechos fundamentales de las 

personas? 

     

 

CUESTIONARIO SOBRE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA (Y) 

 

Estimado: Acepta Ud., voluntariamente responder al presente cuestionario para 

obtener información sobre la aplicación de la prisión preventiva y la vulneración de la 

presunción de inocencia en los casos de corrupción de funcionarios en los juzgados de 

investigación preparatoria nacional. 

 

EDAD    :  _______ años 

SEXO    :  F_____ M ____ 

PROFESIÓN   :  ______________     

GRADO ACADÉMICO  : _______________ 

 

Instrucciones: 

El cuestionario es anónimo, por favor responda con sinceridad. Lea usted con atención 

y conteste marcando con una “X” en un solo recuadro, según corresponda: 

 

Calificación: 

 

Totalmente en 

desacuerdo 
En desacuerdo Indeciso De acuerdo 

Totalmente 

de acuerdo 

1 2 3 4 5 

 

N.º Dimensiones e indicadores 
1 2 3 4 5 

 
Determinación de la culpabilidad del imputado 

     

07 
¿La prisión preventiva se ha convertido como una 

pena anticipada sin existir determinación de la 

culpabilidad del imputado? 

     

08 
¿Se aplica la privación de la libertad en forma 

rigurosa sin existir determinación de la culpabilidad 

del imputado? 

     

 
Suficiente actividad probatoria      
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09 
¿Se observa en determinados casos que la emisión de 

prisión preventiva se incumple el requisito de 

suficiente actividad probatoria? 

     

10 
¿Considera cómo algo medible la sospecha fuerte en 

una prisión preventiva?  
     

 
Aplicación de medidas alternativas: la caución, la 

detención domiciliaria      

11 
¿Muchas judicaturas no utilizan la caución como 

medida alternativa a la prisión preventiva? 
     

12 
¿Muchas judicaturas no utilizan la detención 

domiciliaria como medida alternativa a la prisión 

preventiva? 

     

 

                                                           Gracias por su colaboración 

Atentamente 
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Anexo 3.    Ficha de validación del instrumento.  

GUÍA JUICIO DE EXPERTOS 

 

1. Identificación del experto 

Nombres y apellidos: _______________________________ 

Centro laboral: ____________________________________ 

Título profesional: __________________________________ 

Grado _____________   Mención: _____________________ 

 

2. Instrucciones 

Estimado (a) especialista, a continuación, se muestra un conjunto de indicaciones, el 

cual tiene que evaluar con criterio ético y estrictez científica, la validez del 

instrumento propuesto (véase anexo 1) 

Para evaluar dicho instrumento, marca con un aspa (x) una de las categorías 

contempladas en el cuadro: 

 
1. Inferior al básico 2. Básico 3. Intermedio 4. Sobresaliente 5. Muy sobresaliente  

 

3. Juicio de experto 

 

INDICADORES 
CATEGORIA 

1 2 3 4 5 

1. Las dimensiones de las variables responden a un contexto 

teórico de forma (visión general) 
     

2. Coherencia entre dimensión e indicadores (visión 

general) 
     

3. El número de indicadores, evalúan las dimensiones y por 

consiguiente la variable seleccionada (visión general)  
     

4. Los ítems están redactados en forma clara y precisa sin 

ambigüedades (claridad y precisión)  
     

5. Los ítems guardan relación con los indicadores de las 

variables (coherencia) 
     

6. Los ítems han sido redactados teniendo en cuenta la 

prueba piloto (pertenencia y eficacia) 
     

7. Los ítems han sido redactados teniendo en cuenta la 

validez del contenido. 
     

8. Presenta algunas preguntas distractoras para controlar la 

contaminación de las respuestas (control de sesgo) 
     

9. Los ítems han sido redactados de lo general a lo particular 

(orden) 
     

10. Los ítems del instrumento, son coherentes en términos de 

cantidad (extensión) 
     

11. Los ítems no constituyen riesgo para el encuestado 

(inocuidad)  
     

12. Calidad en la redacción de los ítems (visión general)      
13. Grado de objetividad del instrumento (visión general)      
14. Grado de relevancia del instrumento (visión general)      
15. Estructura técnica básica del instrumento (0rganización)      

Puntaje parcial:      
Puntaje total:      
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Nota: Índice de validación del juicio de experto (ivje)=(Puntaje obtenido _____ )  

 

4. Escala de validación 

 
Muy baja Baja Regular Alta Muy alta 

00 – 20 % 21 – 40 % 41 – 60 % 61 – 80 % 81 – 100 % 

El instrumento de investigación está observado 

El instrumento de 

investigación 

requiere reajustes 

para su aplicación 

El instrumento de 

investigación esta 

apto para su 

aplicación. 

Interpretación: Cuanto más se acerque el coeficiente a cero (0), mayor error habrá en la validez 

 

5. Conclusión general de validación y sugerencias (en coherencia con el nivel de 

validación alcanzado): 

_________________________________________________________ 

_________________________________________________________ 

 

6. Constancia de juicio de experto 

El que suscribe, ___________________________________, identificado con DNI 

N° ________________, CERTIFICO que realicé el juicio del experto al instrumento 

diseñado por el tesista José Zapata Vite, en la investigación denominada la 

aplicación de la pena privativa vulnera la presunción de inocencia en los juzgados 

de investigación preparatoria nacional lima. 

 

 

 

 

……………………………… 

Firma del experto 

 

Anexos 

N° 1 Instrumento de investigación 

N° 2 Categorías investigativas 

• Título de la investigación 

• Formulación del problema 

• Objetivo general 

• Objetivos específicos 

• Hipótesis (opcional en las investigaciones básicas) 

• Operacionalización de variables 

N° 3 Evidencia de la prueba piloto (al menos un modelo) 
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Anexo 4.  Jurisprudencia.  
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Anexo 5.  Carta de aceptación de la Institución para aplicación de instrumentos 

 

 

En este caso, los operadores jurisdiccionales de investigación preparatoria, 

aceptaron su conformidad de dar su consentimiento en la encuesta realizada el 

4 al 7 de setiembre del 2020   

 

Teniendo en cuenta que el periodo de la investigación fue durante la etapa de 

pandemia, se recepcionó en forma virtual la aceptación de los profesionales que 

fueron parte de la investigación.  

 

 

 

 

 

 

 

 


